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Señores 

CONSEJO DE ESTADO    

Bogotá D.C. 
 
 

REFERENCIA:    ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – SENTENCIA EN  

                                 ACCIÓN DE GRUPO DEL 14 DE JULIO DEL 2023 

Accionante:         ARNULFO AGUSTÍN RIZO PEÑA     

Accionado:          CONSEJO DE ESTADO 

      

MARIO ALFONSO CASTAÑEDA MUÑOZ, abogado en ejercicio, mayor de edad, con 

domicilio y residencia en la ciudad de Tuluá-Valle, identificado con la C.C. 

N.º1.116.237.495, portador de la T.P. N°220817 del C.S. de la J, en desarrollo del 

poder que me fue conferido por: ARNULFO AGUSTÍN RIZO PEÑA, mayor de edad, 

domiciliado en Buenaventura - Valle, quien actúa en su propio nombre y 

representación, me permito instaurar ante ustedes, ACCIÓN DE TUTELA, en contra del 

CONSEJO DE ESTADO, por: 1) VIOLACIÓN DIRECTA A LA CONSTITUCIÓN Art. 29 y 90;                  

2) DESCONOCIMIENTO AL ANTECEDENTE JURISPRUDENCIAL EN CUANTO AL DAÑO 

ESPECIAL – DESEQUILIBRIO EN LA CARGA PÚBLICA y 3) VIOLACIÓN AL PRINCIPIO 

IURA NOVIT CURIA (en la demanda siempre se alegó y fundamentó el daño especial 

por desequilibrio en la carga pública y la sentencia fue direccionada con los elementos 

y exigencias propias de la falla del servicio, siendo regímenes y figuras de la 

responsabilidad del Estado totalmente distintas), vulneraciones contenidas en la 

SENTENCIA DEL 14 DE JULIO DEL 2023 y que fue notificada electrónicamente el día 

16 de agosto del 2023 en el proceso de acción de grupo con radicado 76001-23-33-

000-2016-00397-01 (67251), tutela que se fundamenta de la siguiente manera: 
 

 

1. HECHOS - ANTECEDENTES QUE FUNDAMENTAN LA ACCIÓN DE                                              

TUTELA 
 

 

1.1 Se adelantó ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, la acción de grupo 

promovida por los comerciantes del parque Néstor Urbano Tenorio Vs el Distrito de 

Buenaventura – Valle y el Departamento Nacional de Planeación, en el cual, se centró 

la controversia en determinar si existió o no un DESEQUILIBRIO EN LAS CARGAS 

PÚBLICAS – DAÑO ESPECIAL, como consecuencia del DESALOJO OBLIGADO de un 

numeroso grupo de comerciantes que se encontraban ubicados desde hace décadas 

en el parque turístico “Néstor Urbano Tenorio” de Buenaventura - Valle, como 

consecuencia de la REALIZACIÓN de una OBRA PÚBLICA DE INTERÉS NACIONAL, 

denominada “CONSTRUCCIÓN MALECÓN BAHÍA DE LA CRUZ”, generándose el cierre 

de los negocios comerciales en el mes de marzo del 2016.  
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1.2 Finalizado los trámites procesales, la primera instancia – Tribunal Administrativo 

del Valle del Cauca, negó las pretensiones de la demanda, indicando que: “no 

encuentra la Sala acreditado los daños que se aducen por los demandantes,  

ni el nexo causal con el hecho que se imputa a la administración como 

generador del daño” (página 34 de la sentencia de primera instancia). 

 

1.3 El extremo demandante interpuso el recurso de apelación, el cual, fue resuelto 

desfavorablemente por el H. Consejo de Estado, mediante sentencia del 14 de julio 

del 2023, argumentando que: “es necesario acreditar la omisión de la entidad 

responsable en la adopción de las medidas de compensación y/o reubicación 

de los comerciantes” (Numeral 8.1 de la Sentencia – Página 5 y 6). Adicionalmente, 

se incorporó como parte de las consideraciones de la sentencia el razonamiento de que 

en el presente caso: “no basta demostrar que el traslado de los comerciantes les 

produjo pérdidas patrimoniales derivadas de la disminución de la clientela, 

para declarar la responsabilidad del Distrito era necesario acreditar que la 

entidad demandada omitió el cumplimiento de su obligación de adoptar 

medidas de reubicación” (Numeral 15 de la Sentencia – Página 7 y 8). 

 

 
 

2. PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA -  CAUSAL ESPECIAL             

 

1) VIOLACIÓN DIRECTA A LA CONSTITUCIÓN Art. 29 y 90 Superior;                                        

2) DESCONOCIMIENTO AL ANTECEDENTE JURISPRUDENCIAL EN CUANTO AL DAÑO 

ESPECIAL – DESEQUILIBRIO EN LA CARGA PÚBLICA y 3) VIOLACIÓN AL PRINCIPIO 

IURA NOVIT CURIA. 

 

2.1 La sentencia del 14 de julio del 2023 proferida por el H. Consejo de Estado, 

incurrió en una CAUSAL ESPECIAL de la acción de tutela en contra de providencias 

judiciales, cuando introdujo en la parte de la consideraciones de la sentencia 

argumentos que no se acompasan con el ordenamiento jurídico, especialmente con el                            

Art. 90 Constitucional, como tampoco con el precedente jurisprudencial del propio 

Consejo de Estado en materia de Daño especial por ejecución de obras públicas que 

generan un desequilibrio en las cargas públicas, por las siguientes razones: 

 

2.2 Se introdujo en la sentencia el siguiente razonamiento: “en eventos como este, 

es necesario acreditar la omisión de la entidad responsable en la adopción 

de las medidas de compensación y/o reubicación de los comerciantes 

asentados en el espacio público y demostrar que dicha omisión generó        
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un daño particular y grave que no desconoce un derecho de los demandantes 

sino que afecta la situación de confianza legítima creada por las mismas 

autoridades al permitirla” (Numeral 8.1 de la Sentencia – Página 5 y 6).                

NÓTESE ENTONCES que el fallo fue construido bajo las exigencias del régimen de 

responsabilidad de la Falla del servicio en donde se requiere demostrar el actuar 

DEFICIENTE o anómalo de la administración, en este caso en particular el juzgador 

pretendía que el extremo demandante demostrara una OMISIÓN en la reubicación de 

los comerciantes, y POR ENDE fundamentó el fallo en un régimen de 

responsabilidad totalmente ajeno al originalmente enunciado en la demanda, 

incurriéndose de esta manera en un quebrantamiento al Art. 29 Constitucional como 

también al PRINCIPIO IURA NOVIT CURIA, PUES precisamente en la DEMANDA 

durante todo su contenido se alegó y fundamentó el régimen del DAÑO ESPECIAL 

por desequilibrio en la carga pública en la ejecución de obras de interés Nacional, 

en el cual, sea de paso decir NO ES CARGA PROBATORIA ni mucho menos hace 

parte de su esencia demostrar si existió o no reubicación de los afectados,                   

SINO únicamente demostrar la existencia o ejecución de una obra de interés público y la 

perturbación o afectación al grupo sobre el cual recayó el desequilibrio de la carga pública. 

 
Consejo de Estado, Sentencia del 14 de julio del 2023. radicado 76001-23-33-

000-2016-00397-01 (67251)  - SENTENCIA OBJETO DE TUTELA  

(Numeral 8.1 de la Sentencia – Página 5 y 6) 

 

“en eventos como este, es necesario acreditar la omisión de la entidad 

responsable en la adopción de las medidas de compensación y/o 

reubicación de los comerciantes asentados en el espacio público y 

demostrar que dicha omisión generó un daño particular y grave que no 

desconoce un derecho de los demandantes sino que afecta la situación de 

confianza legítima creada por las mismas autoridades al permitirla” 

 

Ha dicho el Consejo de Estado / Tema: 
 
 
 

 
 

Principio del Iura Novit Curia 
 

Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 21 de marzo del 2012, 

Rad 25000-23-26-000-1998-02034-01(21986). CP Hernán Andrade Rincón. 

"…Pero, aún en el evento de que la demanda se hubiera fundamentado 

exclusivamente en la falla del servicio, en la decisión bien puede examinarse la 

responsabilidad patrimonial de la administración pública desde una perspectiva 

o régimen diferente, en aplicación del principio iura novit curia, toda vez 

que frente a los hechos alegados y probados por la parte demandante, 

corresponde al juez definir la norma o el régimen de responsabilidad que 

resulta aplicable al caso”  
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2.3 Seguidamente, en la sentencia se afirma que: “Teniendo en cuenta lo anterior, 

para estructurar un daño antijurídico en el presente caso no bastaba 

demostrar que el traslado de los comerciantes les produjo pérdidas 

patrimoniales derivadas de la disminución de la clientela. Para declarar la 

responsabilidad del Distrito era necesario acreditar que la entidad 

demandada omitió el cumplimiento de su obligación de adoptar medidas de 

reubicación, lo cual podría corresponder, como se afirma en la demanda, a la 

reubicación en un sitio con condiciones <<deplorables>>. Esta situación no 

está acreditada como tampoco se acreditó que los comerciantes pagaran 

directamente al Distrito una contraprestación por la utilización permanente 

del espacio público” (Numeral 15 de la Sentencia – Página 7 y 8).              

NÓTESE ENTONCES que el juzgador no solo insistió en que se DEBÍA PROBAR   

que existió una omisión o deficiencia en la reubicación de los comerciantes como si se 

tratase de un proceso donde se debatiera una falla del servicio, cuando en realidad se 

trataba de un asunto bajo la óptica del Daño Especial por ejecución de obra pública de 

interés nacional, SINO QUE adicionalmente indicó que: no bastaba con demostrar 

que el traslado de los comerciantes les produjo pérdidas patrimoniales de la 

disminución de la clientela, tal situación desconoce los principios del                                

Art. 90 Constitucional ya que cualquier quebranto sufrido por este grupo de 

comerciantes sobre quienes recayó el desequilibrio de la carga pública es considerado 

como un DAÑO que ES OBJETO de reconocimiento conforme a los 

ANTECEDENTES JURISPRUDENCIALES del Consejo de Estado por la 

configuración de la teoría del daño especial, máxime cuando dicho grupo de 

comerciantes tenían que PAGAR una cuota económica fija a RECREAR 

BUENAVENTURA perteneciente al Distrito de Buenaventura para poder ejercer sus 

actividades comerciales en los locales del Parque Néstor Urbano Tenorio de 

Buenaventura conforme a los comprobantes de pago adjuntos a la demanda y 

obrantes en plenario (Situación que fue aludida directamente en el hecho 

segundo de la demanda), no quedando entonces absolutamente ninguna duda 

sobre la configuración del ya mencionado daño especial a favor de los comerciantes 

demandantes. 

 
  

Consejo de Estado, Sentencia del 14 de julio del 2023. radicado 76001-23-33-

000-2016-00397-01 (67251)  - SENTENCIA OBJETO DE TUTELA  

(Numeral 15 de la Sentencia – Página 7 y 8) 

 

“Teniendo en cuenta lo anterior, para estructurar un daño antijurídico en el 

presente caso no bastaba demostrar que el traslado de los comerciantes 

les produjo pérdidas patrimoniales derivadas de la disminución de la 
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clientela. Para declarar la responsabilidad del Distrito era necesario acreditar 

que la entidad demandada omitió el cumplimiento de su obligación de 

adoptar medidas de reubicación, lo cual podría corresponder, como se 

afirma en la demanda, a la reubicación en un sitio con condiciones 

<<deplorables>>. Esta situación no está acreditada como tampoco se acreditó 

que los comerciantes pagaran directamente al Distrito una contraprestación 

por la utilización permanente del espacio público” 

 

 

Ha dicho el Consejo de Estado / Tema: 
 
 
 

 
 

Responsabilidad del Estado por daño especial en la ejecución de   

obras públicas 
 
 

Consejo, Sentencia 1994-00006 De 09 De Mayo De 2012, Rad: 
05001232400019940000601, M.P Enrique Gil Botero 
 

“En un RÉGIMEN DE DAÑO ESPECIAL en desarrollo de una obra pública, 

esto es cuando la conducta de la autoridad pública es lícita, regular, 

ajustada al ordenamiento jurídico, pero que sin embargo ha causado un 

daño en cumplimiento de sus deberes, subyace la obligación del Estado 

de reparar los perjuicios causados, bajo el entendido de que se ha 

presentado un rompimiento en el equilibrio de las cargas públicas, en cuanto 

una o varias personas en particular han sufrido un detrimento en aras del 

interés común o colectivo. 
 

No cabe duda que el caso objeto de estudio de la Sala merece ser estudiado 

con fundamento en el RÉGIMEN DEL DAÑO ESPECIAL, puesto que la 

lesión se originó en una actividad lícita de la administración, esto es la 

construcción de una obra pública, —puente vehicular—, realizada en 

beneficio de la comunidad, con la cual se causaron perjuicios a los 

demandantes. Establecido lo anterior, encuentra la Sala que en el plano de la 

imputación jurídica el daño es atribuible al Departamento de Antioquia a título 

de daño especial.” 
 

 

2.4 Posteriormente, en la sentencia se afirma que: “Si bien se puede evidenciar 

una diferencia de tamaño entre los locales propuestos para la reubicación y 

los locales de comidas, no puede afirmarse lo mismo respecto de los primeros 

y los locales de venta de artesanías, los cuales guardan cierta similitud. por lo 

tanto, no es posible afirmar que las fotografías demuestran que todos los 

comerciantes del parque sufrieron una desmejora en las condiciones 

respecto de los locales anteriores. además, en las fotografías se pueden            

evidenciar alrededor de veinte locales, cuando en la demanda se afirmó que 

más de 200 comerciantes fueron afectados con el desalojo”.                               
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(Numeral 21.4 de la Sentencia – Página 9). NÓTESE ENTONCES que el juzgador               

si reconoce que existían diferencias desfavorables en los locales de comida                  

Vs los locales de reubicación en cuanto al TAMAÑO, situación de que por si sola se 

constituye en un DAÑO a la luz del Art. 90 Constitucional. Pues incluso el juzgador 

manifiesta que en los locales de artesanía no evidenciaba el cambio en los tamaños 

ya que guardaban cierta similitud con los de la reubicación, quedando entonces en 

evidencia la existencia del daño así sea para los comerciantes del sector de la 

comida o restaurantes.  
 

Consejo de Estado, Sentencia del 14 de julio del 2023. radicado 76001-23-33-

000-2016-00397-01 (67251)  - SENTENCIA OBJETO DE TUTELA  

(Numeral 21.4 de la Sentencia – Página 9) 
 

“Si bien se puede evidenciar una diferencia de tamaño entre los locales 

propuestos para la reubicación y los locales de comidas, no puede 

afirmarse lo mismo respecto de los primeros y los locales de venta de 

artesanías, los cuales guardan cierta similitud. por lo tanto, no es posible 

afirmar que las fotografías demuestran que todos los comerciantes del parque 

sufrieron una desmejora en las condiciones respecto de los locales anteriores. 

además, en las fotografías se pueden evidenciar alrededor de veinte locales, 

cuando en la demanda se afirmó que más de 200 comerciantes fueron 

afectados con el desalojo”.                                

 

 

2.5 Consecuencialmente, en la sentencia se afirma que: “En su testimonio, la 

señora Karen Liliana Osa Orellano, quien manifestó ser empleada del 

restaurante <<Cevichería del Pacífico>> se limitó a indicar sobre el 

desalojo de dicho establecimiento de comercio que <<Todo fue a la fuerza, 

nos sacaron fue a la brava, no nos dieron tiempo de nada solo se metieron>>. 

La señora Neyza Cárdenas Gamboa, quien también manifestó ser empleada 

del mismo establecimiento de comercio, sobre este mismo punto indicó que: 

<<Eso venía de unos buenos años que nos iban a desalojar, pero no habían 

dicho cuanto era, ni cuando era, no era una fecha exacta para desalojar, 

nos tomó prácticamente de sorpresa>>. (Numeral 22.1 de la Sentencia –             

Página 10). 

 

La testigo Neysa Cárdenas Gamboa, quien también afirmó trabajar en el 

mismo establecimiento de comercio señaló: <<Tengo entendido que 

forzosamente nos desalojaron (…) Eso venía de unos buenos años que nos 

iban a desalojar, pero no habían dicho cuanto era, ni cuando era, no era un 

fecha exacta para desalojar, nos tomó prácticamente de sorpresa,                            

la reubicación que nos estaban dando no era la adecuada.>> Además sobre 
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las condiciones del sitio donde supuestamente se reubicaría a los 

comerciantes indicó que: <<eso era un pedacito que no cabía ni una nevera 

parada, era un lugar de guadua (…) el lugar de la reubicación era muy 

desolado, cuando comenzaron a destapar las calles ya no pasaba nadie por 

ahí, no transitaba la gente por allá>>. (Numeral 22.2 de la Sentencia –             
Página 10). 
 

 El testigo José Jesús Pinzón Garay, quien afirmó ser el administrador el 

establecimiento de comercio antes referido indicó que: <<la administración 

municipal arbitrariamente comenzó a cerrar el parque con unas lonas verdes 

y cada vez era menos el espacio para que asistiera la gente a este parque>> 

Además indicó que: <<yo tuve la oportunidad de invitar al perito y a los otros 

comerciantes ir a mirar el sitio que eran unos cubículos de un metro por 

dos, de guadua, (…) no tiene acceso de público, es un parqueadero 

abandonado al lado del parque>>. (Numeral 22.3 de la Sentencia – Página 10). 
 
 

NÓTESE ENTONCES como el juzgador transcribe fielmente las declaraciones de los 

testimonios que aludían las CONDICIONES DESFAVORABLES de la reubicación a 

los comerciantes, incluso el último de ellos el testigo José Jesús Pinzón Garay             

indico que: “eran unos cubículos de un metro por dos, de guadua, (…) no 

tiene acceso de público, es un parqueadero abandonado al lado del parque”, 

como también la declaración de la testigo Neysa Cárdenas Gamboa, quien señalo en 

cuanto al tamaño de los locales en los que estaban siendo reubicados los 

comerciantes: “eso era un pedacito que no cabía ni una nevera parada, era 

un lugar de guadua”. No se entiende entonces como el juzgador a pesar de 

transcribir en la misma sentencia manifestaciones de tal contundencia en cuanto a las 

CONDICIONES DESFAVORABLES de la reubicación a los comerciantes de parque 

Néstor Urbano Tenorio, no le dio aplicación al Art. 90 Constitucional en cuanto la 

existencia de un DAÑO ANTIJURIDICO con fundamento a la teoría del daño 

especial derivado de la ejecución de una obra de interés público y que generó 

perturbaciones o afectaciones al grupo sobre el cual recayó el desequilibrio de la 

carga pública. 

 
 

2.6 Finalmente, en la sentencia se afirma que: “Por otro lado, la Sala encuentra 

que no está probada una OMISIÓN ABSOLUTA O GRAVE de la 

Administración en el cumplimiento de sus obligaciones de asistencia y 

reubicación. En primer lugar, los mismos testigos afirmaron que sí se 

ofrecieron opciones de reubicación en otro lugar; sin embargo, no 

consideraban que las condiciones de dicho sitio fueran aptas”.                               
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(Numeral 24 de la Sentencia – Página 11). NÓTESE ENTONCES que el juzgador en 

primer lugar exigió que en el proceso se tenía que haber demostrado lo que denominó 

una “omisión absoluta o grave” como si se tratase el presente asunto de un proceso 

de responsabilidad bajo el régimen subjetivo de la Falla del servicio en donde se 

requiere demostrar el actuar DEFICIENTE o anómalo de la administración,                             

y POR ENDE fundamentó el fallo en un régimen de responsabilidad totalmente 

ajeno al originalmente enunciado en la demanda, incurriéndose de esta manera en 

un quebrantamiento al Art. 29 Constitucional como también al PRINCIPIO IURA NOVIT 

CURIA, PUES precisamente en la DEMANDA durante todo su contenido se alegó y 

fundamentó el régimen objetivo de responsabilidad de DAÑO ESPECIAL por 

desequilibrio en la carga pública en la ejecución de obras de interés Nacional, en el 

cual, sea de paso decir NO ES CARGA PROBATORIA ni mucho menos hace parte de 

su esencia demostrar si existió o no reubicación de los afectados, SINO únicamente 

demostrar la existencia o ejecución de una obra de interés público y la perturbación o 

afectación al grupo sobre el cual recayó el desequilibrio de la carga pública, y que 

como bien se transcribe en la sentencia los mismos TESTIGOS expusieron que: no 

consideraban las condiciones de dicho sitio de reubicación fueran aptas,  

incurriéndose de esta manera en un protuberante quebrantamiento al                                 

Art. 29 Constitucional como también al PRINCIPIO IURA NOVIT CURIA. 
 
 

 

3. IMPORTANCIA DE LA ACLARACIÓN DE VOTO DENTRO DE LA PRESENTE  
ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL  

 
 

3.1 La estructuración y el abordaje realizado en la sentencia del 14 de julio del 2023 

proferida por el H. Consejo de Estado, no fue compartida por todos los Magistrados, 

motivo por el cual, se generó aclaración de voto por parte del señor Consejero de 

Estado Dr. Fredy Ibarra Martínez, ya que se ESTABA DESFIGURANDO los 

conceptos propios de la teoría del DAÑO ESPECIAL que                                               

no se acompasaban con el contenido y alcance del articulo 90 constitucional.  
 

3.2 Aclaración de voto que se desarrolló en los siguientes términos: “disiento de 

algunas afirmaciones contenidas en la parte motiva de la providencia porque 

no acompasan con el contenido y alcance del artículo 90 de la Constitución 

Política. 1) En primer lugar, la sentencia sostiene que para que el daño pueda 

ser antijurídico tiene que ser “particular y grave porque en tal caso se rompe 

el equilibrio ante las cargas públicas y el Estado debe restablecerlo”                 

(párrafo 9); me aparto de esta aseveración debido a que                                

confunde las nociones de “daño antijurídico” y de “daño especial”.  
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En efecto, el “daño antijurídico” consiste en la lesión o afectación a un 

interés jurídicamente tutelado que no se está en el deber jurídico de soportar, 

mientras que el “daño especial” constituye un título jurídico de imputación o 

fundamento del deber de reparar de naturaleza objetiva cuyo elemento 

esencial es, precisamente, el rompimiento del principio de igualdad frente a 

las cargas públicas; de allí que el fallo trastoca dos elementos claramente 

diferenciables de la responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado, 

esto es, el presupuesto “daño antijurídico” y el carácter “imputable” a una 

entidad o autoridad estatal. 

 

En ese orden de ideas, considero que la mencionada afirmación                    

genera una distorsión inaceptable en el sistema de responsabilidad 

patrimonial extracontractual del Estado por el hecho de hacer extensivo un 

elemento propio de un título jurídico de imputación de naturaleza objetiva al 

elemento daño antijurídico. 

 

 

2) Además, en la sentencia se afirma que “la prueba daño antijurídico que 

genere el derecho a la reparación implica acreditar que el Estado omitió el 

deber de adoptar las medidas de compensación y/o reubicación, dirigidas a 

respetar la confianza legítima creada ante los demandantes como 

consecuencia de su actitud pasiva o permisiva” (párrafo 13); con este obiter 

dictum se confunden los elementos de la responsabilidad patrimonial del 

Estado, pues, se desconoce el real y verdadero sentido del artículo 90 

Superior, en la medida en que una cosa es la afectación a un derecho subjetivo 

que no se está en el deber jurídico de soportar o tolerar y, otra, muy distinta, 

es la prueba de la omisión atribuible o imputable al Estado, por manera que la 

acreditación del comportamiento activo u omisivo de la entidad demandada   

no incide en la demostración del primer elemento de la responsabilidad, esto 

es, el daño antijurídico, en tanto que se trata de un aspecto imprescindible para 

establecer si la lesión o afectación es imputable a las entidades demandadas. 

 

 

3.3 NÓTESE ENTONCES como en la aclaración de voto, se critica fuertemente el 

confundir o mezclar dos conceptos totalmente distintos en cuanto a la responsabilidad 

extracontractual del Estado como lo es el “daño antijurídico” y  daño especial”, 

lo que sin lugar a duda reviste especial importancia para la presente acción de      

tutela contra providencia judicial, toda vez que tal deficiencia en la sentencia objeto de 

tutela no solamente está DESFIGURANDO los conceptos propios de la teoría o 
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institución del DAÑO ESPECIAL lo que sin lugar a dudas representa un     

protuberante quebrantamiento al artículo 90 constitucional y consecuentemente al      

artículo 29 superior.  Cumpliéndose entonces en el presente asunto a cabalidad con 

el REQUISITO ESPECIAL para que se haga  procedente la acción de tutela en contra 

de providencia judicial, causales especiales fueron mencionadas por la Corte 

Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005, en la cual se estipuló que para la 

procedencia de la acción constitucional, deben cumplirse tanto los (i) requisitos 

generales de procedibilidad, como los (ii) REQUISITOS ESPECIALES. 

 

Corte Constitucional, Sentencia C-590 de 2005. 

(ii) Dentro de la acción de tutela se debe establecer la configuración de UNA CAUSAL 
ESPECIAL DE PROCEDIBILIDAD, que corresponden a los siguientes tipos de defectos: 
 
“a) Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la 

providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 

 

b) Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al 

margen del procedimiento establecido. 

 

c) Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la 

aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

 

d) Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas 

inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre 

los fundamentos y la decisión. 

 

f) Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por 

parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos 

fundamentales. 

 

g) Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar 

cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que 

precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional. 

 

h) Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la 

Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario 

aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede 

como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente 

vinculante del derecho fundamental vulnerado. 
 

i) VIOLACIÓN DIRECTA DE LA CONSTITUCIÓN”. 
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4. PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA -  CAUSALES GENERALES DE 

PROCEDENCIA DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL. 
 

4.1 Ahora bien, ya enunciada y desarrollada la causal especial de la acción de tutela  

(violación al Art. 90 y 29 constitucional, como también del principio de IURA NOVIT 

CURIA al confundir o mezclar dos conceptos totalmente distintos en cuanto al régimen 

subjetivo de falla del servicio y el alegado en la demanda del régimen objetivo por 

Daño Especial), se procede a enlistar y verificar el cumplimiento de las CAUSALES 

GENERALES que hacen procedente la acción de tutela en contra de sentencia judicial, 

los cuales fueron enunciadas y desarrolladas por la Corte Constitucional en la 

Sentencia C-590 de 2005, en la cual se estipuló que para la procedencia de la acción 

constitucional, deben cumplirse tanto los (i) REQUISITOS GENERALES de 

procedibilidad, como los (ii) requisitos especiales. 

Corte Constitucional, Sentencia C-590 de 2005. 

 (i) Las CAUSALES GENERALES para que una tutela, que se endereza al cuestionamiento 
de una providencia judicial, proceda son: 

a. El asunto en discusión debe comportar una evidente relevancia constitucional que permita 
establecer que es el juez de tutela el encargado de su estudio. 

b. Deben haber sido agotados todos los mecanismos de defensa judiciales —ordinarios y 
extraordinarios— existentes para la protección de los derechos del actor. Sin embargo, en 
caso de que se demuestre la existencia de un perjuicio irremediable, la acción constitucional 
podrá proceder como mecanismo transitorio, aún ante la ausencia del agotamiento de los 
medios de defensa. 

c. Se debe dar cumplimiento al principio de inmediatez, es decir, que la tutela se haya 
interpuesto en un término razonable y proporcionado desde el hecho que originó la 
vulneración o amenaza de los derechos del tutelante, hasta el momento en que este acudió 
ante el juez constitucional para la protección de los mismos. 

d. La irregularidad procesal alegada deberá tener un efecto decisivo o determinante en las 
providencias objeto de discusión. 

e. La parte actora debe haber identificado los hechos que generaron la afectación, los 
derechos vulnerados y que estos hayan sido alegados dentro del proceso, siempre y cuando 
fuere posible. 

f. No se trate de una sentencia de tutela. 

  

 

4.2 En la presente acción tutela se explicó en qué consistía el defecto alegado y 

cual era su relevancia constitucional (ver acápites 2.1 a 2.6 y 3.1 a 3.3 en los que se 

desarrollaron la violación al Art. 90 y 29 constitucional, como también del principio de 
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IURA NOVIT CURIA al confundir o mezclar dos conceptos totalmente distintos en 

cuanto al régimen subjetivo de falla del servicio y el alegado en la demanda del 

régimen objetivo por Daño Especial). 

 
 

4.3 El presente asunto, agotó los medios judiciales existentes, ya que el extremo 

demandante interpuso el recurso de apelación en contra de la sentencia de primera 

instancia dictada por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, el cual, fue 

resuelto desfavorablemente por el H. Consejo de Estado, mediante la  sentencia del 

14 de julio del 2023 que es objeto de tutela y que fue notificada electrónicamente el 

día 16 de agosto del 2023, Cumpliéndose de esta manera también con el requisito de 

la inmediatez a la fecha de presentación de la acción de tutela. 

 

4.4 Finalmente, bajo la gravedad de juramento, se manifiesta que no se ha interpuesto 

ninguna acción de tutela en contra de la sentencia del 14 de julio del 2023 proferida 

por el H. Consejo de Estado, y que tampoco esta acción de tutela va dirigida en contra 

de otra acción de tutela.  

 

 

LO QUE SE PRETENDE  

 

 

Solicito a los Honorables Consejeros de Estado  que:  

 

PRIMERO: TUTELAR el amparo constitucional derivado por la CAUSAL ESPECIAL de 

la: violación al Art. 90 y 29 constitucional, como también del principio de IURA NOVIT 

CURIA al confundir o mezclar dos conceptos totalmente distintos en cuanto al régimen 

subjetivo de falla del servicio y el alegado en la demanda del régimen objetivo por 

Daño Especial (profiriéndose incluso una aclaración de voto en ese sentido por las inconsistencias 

contenidas en la estructuración de la sentencia de acción de grupo en la que se alegaba un   

régimen objetivo de daño especial en ejecución de obra de interés público que difiere a una falla 

del servicio del régimen subjetivo por omisión en reubicación de los comerciantes), conforme a 

lo desarrollado en los acápites 2.1 a 2.6 y 3.1 a 3.3 de la presente acción de tutela. 

 
 

NORMATIVIDAD APLICABLE 

 

Invoco como fundamento las siguientes normas:  

 

i) Constitución Política, Art 29.  [Derecho al debido Proceso] 
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ii) Constitución Política, Art 90.  [Responsabilidad extracontractual del Estado] 

iii) Constitución Política, Art 86. [Acción de tutela] 

iv) Sentencia C-590 de 2005 - Corte Constitucional. [Procedencia de la acción de tutela 

contra sentencia judicial / Causales especiales y generales] 

 

v) principio de IURA NOVIT CURIA "…Pero, aún en el evento de que la demanda se 

hubiera fundamentado exclusivamente en la falla del servicio, en la decisión bien 

puede examinarse la responsabilidad patrimonial de la administración pública 

desde una perspectiva o régimen diferente, en aplicación del principio iura novit 

curia, toda vez que frente a los hechos alegados y probados por la parte 

demandante, corresponde al juez definir la norma o el régimen de 

responsabilidad que resulta aplicable al caso” Consejo de Estado, Sección 

Tercera, Sentencia del 21 de marzo del 2012, Rad 25000-23-26-000-1998-02034-

01(21986). CP Hernán Andrade Rincón. 

 

vi) Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 1994-00006 de mayo 9 del 2012, 

Rad: 05001232400019940000601, C.P Enrique Gil Botero. 

 

Ha dicho el Consejo de Estado / Tema: 
 
 
 

 
 

Responsabilidad del Estado por daño especial en la ejecución de   

obras públicas 
 
 

Consejo, Sentencia 1994-00006 De 09 De Mayo De 2012, Rad: 
05001232400019940000601, M.P Enrique Gil Botero 
 

“En un RÉGIMEN DE DAÑO ESPECIAL en desarrollo de una obra pública, 

esto es cuando la conducta de la autoridad pública es lícita, regular, 

ajustada al ordenamiento jurídico, pero que sin embargo ha causado un 

daño en cumplimiento de sus deberes, subyace la obligación del Estado 

de reparar los perjuicios causados, bajo el entendido de que se ha 

presentado un rompimiento en el equilibrio de las cargas públicas, en cuanto 

una o varias personas en particular han sufrido un detrimento en aras del 

interés común o colectivo. 
 

No cabe duda que el caso objeto de estudio de la Sala merece ser estudiado 

con fundamento en el RÉGIMEN DEL DAÑO ESPECIAL, puesto que la 

lesión se originó en una actividad lícita de la administración, esto es la 

construcción de una obra pública, —puente vehicular—, realizada en 

beneficio de la comunidad, con la cual se causaron perjuicios a los 

demandantes. Establecido lo anterior, encuentra la Sala que en el plano de la 

imputación jurídica el daño es atribuible al Departamento de Antioquia a título 

de daño especial.” 
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1. PRUEBAS 

 

 

1.1 DOCUMENTOS QUE SE APORTAN  

  

1.1.1. Sentencia del 14 de julio del 2023 proferida por el H. Consejo de Estado 

notificada electrónicamente el día 16 de agosto del 2023 dentro del proceso con 

radicado 76001-23-33-000-2016-00397-01 (67251). 

 

1.1.2. ACLARACIÓN DE VOTO de la Sentencia del 14 de julio del 2023 proferida por 

el H. Consejo de Estado, dentro del proceso con radicado 76001-23-33-000-          

2016-00397-01 (67251). 

 

1.1.3. Sentencia del 4 de diciembre del 2020 proferida por el Tribunal Administrativo 

del Valle del Cauca.  
 

1.1.4. Piezas procesales del expediente RAD. 76001-23-33-000-2016-00397-01.  

(Nota: este proceso fue tramitado mediante cuadernos físicos por parte del Tribunal Administrativo 

del Valle del Cauca, motivo por el cual, el expediente subido al SAMIA no tiene la totalidad de las 

partes procesales digitalizadas y por ende el expediente debe ser subido a dicha plataforma para 

que la presente acción de tutela sea resuelta de manera integral).    
 

1.1.5. PODER DEBIDAMENTE CONFERIDO. 

 
JURAMENTO 

 
Bajo la gravedad de juramento se manifiesta que no se ha interpuesto acción de tutela 

ante otra autoridad judicial respecto a las mismas partes, hechos y pretensiones.    

 
 

ANEXOS  
 

Acompaño los documentos relacionados como pruebas que se anexan. 

 

NOTIFICACIONES 
 

Apoderado del accionante:  
 

 

➢ En la carrera 27 Nro. 25-32 Oficina. 101 edificio Carlos María Lozano, Barrio 

centro de Tuluá-Valle, Teléfono 3014766952, y al E-mail 

marioalfonsocm@gmail.com  

mailto:marioalfonsocm@gmail.com
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➢ Domicilio del accionante: Para efectos de notificaciones judiciales, mi poderdante 

se encuentra domiciliado en la calle 6 # 11 – 23 del Barrio Mayolo de 

Buenaventura – Valle. 
 

 

Del accionado:  
 

 

 

➢ CONSEJO DE ESTADO: Calle 12 # 7- 65 Palacio de Justicia - Bogotá D.C y                   

al E-mail: secgeneral@consejodeestado.gov.co  

 

 

De los señores Consejeros. 
Atentamente, 
 

 

MARIO ALFONSO CASTAÑEDA MUÑOZ 
C.C. 1.116.237.495 de Tuluá. 
T.P. N° 220817 del C.S. de la J. 
 

mailto:secgeneral@consejodeestado.gov.co
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Mario Alfonso Castañda Muñoz <marioalfonsocm@gmail.com>

NOTIFICA ACTUACION PROCESAL RAD 2016-00397-01
cese03@notificacionesrj.gov.co <cese03@notificacionesrj.gov.co> 16 de agosto de 2023, 14:05
Para: marioalfonsocm@gmail.com

SECCION TERCERA

BOGOTA D.C.,miércoles, 16 de agosto de 2023

NOTIFICACIÓN No.37766

Señor(a):
MARIO ALFONSO CASTAÑEDA MUÑOZ
email:marioalfonsocm@gmail.com
-
sin ciudad

ACTOR: ROOSEVET VALENCIA MOSQUERA Y OTROS
DEMANDANDO: MUNICIPIO DE BUENAVENTURA Y OTRO
RADICACIÓN: 76001-23-33-000-2016-00397-01
LEY 1437 REPARACION DE PERJUICIOS CAUSADOS A UN GRUPO - APELACION SENTENCIA

Para los fines pertinentes me permito informarle que en providencia del 14/07/2023  el H. Magistrado(a) Dr(a) MARTIN
GONZALO BERMUDEZ MUÑOZ de SECCION TERCERA , dispuso Sentencia en el asunto de la referencia.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 203 y 205 de la Ley 1437 de 2011, este último modificado por el artículo
52 de la Ley 2080 de 2021, y en concordancia por lo señalado por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del
Consejo de Estado en auto de unificación proferido el 29 de noviembre de 2022, se notifica el contenido del fallo
proferido el  catorce (14) de julio de dos mil veintitrés (2023) el cual se remite a los correos electrónicos que se
encuentran registrados en el aplicativo SAMAI.

De igual modo, se informa a las partes que la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, ha
señalado que el medio electrónico de acceso a los expedientes corresponde al Sistema de Gestión Judicial -SAMAI-, por
lo que los servicios de: radicación de memoriales, acceso virtual a los expedientes, solicitudes de citas, copias, entre
otros, deberán realizarse en dicha plataforma, en el siguiente enlace: https://relatoria.consejodeestado.gov.co:8087.
Nota: En caso de que la providencia le requiera el registro en SAMAI, deberá ingresar al enlace precisado anteriormente.
Posteriormente, debe elegir el botón “Acceso virtual a expedientes”, y seguir las instrucciones allí descritas. También
puede comunicarse en horas y días hábiles a la línea telefónica 350 67 00 extensión 2220, para obtener información
adicional.

Finalmente, se precisa que, dada la existencia de procesos digitales e híbridos, para consulta de los expedientes con
cuadernos, actuaciones y/o anexos físicos, se deberá verificar previamente su disponibilidad en la Secretaría de la
Sección Tercera, para así programar la respectiva cita para revisión del proceso solicitado. De otro lado, en el caso de los
expedientes completamente electrónicos, su consulta se hará a través de la plataforma SAMAI, conforme el enlace
descrito anteriormente y mediante el uso de su usuario y contraseña.

Las respuestas y solicitudes pueden ser enviadas a través del siguiente correo electrónico:
ces3secr@consejodeestado.gov.co

Para consultar y visualizar el expediente ingrese al siguiente link de SAMAI: https://samai.consejodeestado.
gov.co//Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=760012333000201600397011100103

Apreciado usuario en cumplimiento del Acuerdo PCSJA23-12068 del 16/05/2023, se informa que el medio dispuesto para
la radicación de demandas, memoriales, solicitud de acceso virtual a los expedientes, solicitudes de citas, copias, entre
otros, es la ventanilla de atención virtual, a la que podrá ingresar a través del siguiente enlace: https://relatoria.
consejodeestado.gov.co:8087

mailto:email%3Amarioalfonsocm@gmail.com
https://relatoria.consejodeestado.gov.co:8087/
https://relatoria.consejodeestado.gov.co:8087/
mailto:ces3secr@consejodeestado.gov.co
mailto:ces3secr@consejodeestado.gov.co
https://samai.consejodeestado.gov.co//Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=760012333000201600397011100103
https://samai.consejodeestado.gov.co//Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=760012333000201600397011100103
https://samai.consejodeestado.gov.co//Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=760012333000201600397011100103
https://samai.consejodeestado.gov.co//Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=760012333000201600397011100103
https://relatoria.consejodeestado.gov.co:8087/
https://relatoria.consejodeestado.gov.co:8087/
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Cordialmente,

           Firmado electrónicamente por:  MARIA ISABEL FEULLET GUERRERO
           Fecha:  16/08/2023 14:05:13

Secretario

Se anexaron (1) documentos, con los siguientes certificados de integridad:
Documento(1):40_40_760012333000201600397011SENTENCIA20230809220525.pdf
Certificado(1) : 9B0C52A8A703D4D9BE216D42F673DA1EDB99B21687036E5DEBA4755C5197F353

Usted puede validar la integridad y autenticidad de los documentos remitidos, ingresando los certificados referidos al
siguiente link: https://relatoria.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador

con-232178-ACA
Por favor no imprima este correo electrónico a menos que sea necesario / disminuya el consumo del papel. Se han
omitido las tildes y caracteres especiales para efectos de compatibilidad
AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de Colombia. Si no
es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato, respondiendo al remitente y eliminando
cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener
consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el
destinatario, le corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
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SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN TERCERA 

  SUBSECCIÓN B 

 

Magistrado ponente: MARTÍN BERMÚDEZ MUÑOZ 

 

Bogotá D.C., catorce (14) de julio de dos mil veintitrés (2023) 

 

Radicación:  76001-23-33-000-2016-00397-01 (67251) 

Demandantes:   Carol Michelle Rizo Morano y otros 

Demandados:   Distrito de Buenaventura y Departamento Nacional de 

Planeación 

Naturaleza:   Acción de grupo  

 

Tema: Reparación de los perjuicios causados a un grupo de 
comerciantes por el desalojo de un parque público. Se confirma la 
decisión de primera instancia que negó las pretensiones de la 
demanda. Los demandantes no acreditaron la existencia del daño 
antijurídico alegado.  

 

SENTENCIA  

 

Verificada la inexistencia de irregularidades que invaliden la actuación, la Sala 

resuelve el recurso de apelación interpuesto por el grupo demandante contra la 

sentencia del 4 de diciembre de 2020 proferida por el Tribunal Administrativo del 

Valle del Cauca que negó las pretensiones de la demanda. 

 

Esta Subsección es competente para conocer de los recursos de apelación de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 150 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)1. A su vez, el tribunal 

era competente para conocer el proceso en primera instancia por la naturaleza 

de una de las entidades demandadas, de acuerdo con el numeral 16 del artículo 

152 del CPACA2. 

 

El recurso de apelación fue admitido mediante providencia del 15 de octubre de 

20213. Mediante auto del 13 de diciembre de 2021, en los términos de los 

artículos 67 y 68 de la Ley 472 de 1998 y 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020, 

se dispuso correr traslado del recurso de apelación4. El Departamento Nacional 

de Planeación descorrió oportunamente el traslado5. El Distrito de Buenaventura 

y el Ministerio Público guardaron silencio.  

 

I. ANTECEDENTES 
 

A.- Posición de la parte demandante  
  

                                                 
1 <<El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo conocerá en segunda instancia de las 
apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los tribunales administrativos>>. 
2 << 16. De los relativos a la protección de derechos e intereses colectivos, reparación de daños causados 
a un grupo y de cumplimiento, contra las autoridades del orden nacional o las personas privadas que dentro 
de ese mismo ámbito desempeñen funciones administrativas>>. 
3 SAMAI, índice No. 4.   
4 SAMAI, índice No. 14.  
5 SAMAI, índice No. 18.  
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1.- El 1° de abril de 2016, el grupo conformado por los comerciantes asentados 

en el parque Néstor Urbano Tenorio de Buenaventura presentó demanda de 

acción de grupo contra el Distrito de Buenaventura (en adelante el <<Distrito>>) 

y el Departamento Nacional de Planeación (en adelante el <<DNP>>) en la que 

formularon, entre otras, las siguientes pretensiones: 

 
<<PRIMERA: DECLARAR administrativamente responsables a la Nación – 
Departamento Nacional de Planeación y al Distrito de Buenaventura – Valle, de 
todos los daños y perjuicios materiales e inmateriales que se le han ocasionado a 
cada uno de los demandantes como consecuencia de la imposición de una carga 
pública, la cual no están obligados a soportar en favor de una obra pública de 
interés nacional 
 
SEGUNDO: CONDENAR al pago por perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales 
a la Nación – Departamento Nacional de Planeación y al Distrito de Buenaventura 
– Valle por los daños ocasionados (…) discriminados de la siguiente manera: (…) 
(i) Daño emergente - pérdida de ubicación estratégica, desvalorización del buen 
nombre; (ii) Lucro cesante - pérdida de renta mensual y fuga de clientela; y (iii) 
daño moral. (…) 
 
VIGÉSIMO CUARTO: APLICAR el artículo 65 numeral 6 de la ley 472 de 1998 (…) 
La liquidación de los honorarios del abogado coordinador, que corresponderá al 
diez por ciento (10%) de la indemnización que obtengan cada uno de los miembros 
del grupo que no hayan sido representados judicialmente 
 
VIGÉSIMO QUINTO: CONDENAR al pago por perjuicios patrimoniales y 
extrapatrimoniales a la Nación – Departamento Nacional de Planeación y al Distrito 
de Buenaventura – Valle, por los daños ocasionados al grupo de 178 comerciantes 
afectados que se encuentran pendientes de la inclusión dentro de la acción de 
grupo (…)>>6 

 

2.- El grupo demandante basó sus pretensiones en las siguientes afirmaciones:  

  

2.1.- Desde hace más de treinta años varios comerciantes realizaban sus 

actividades de venta de alimentos y artesanías, entre otras, en el parque Néstor 

Urbano Tenorio, ubicado en el distrito de Buenaventura. La actividad se 

desarrollaba con permiso de la administración distrital, y por este concepto 

pagaban una cuota al administrador del parque.  

 

2.2.- En 2015 las autoridades distritales informaron a los comerciantes que en 

enero de 2016 debían desalojar sus establecimientos porque en ese mes se 

iniciarían las obras del malecón en el parque, y que serían reubicados en el lugar 

que dispusiera la administración distrital.  

 

2.3.- En marzo de 2016 la administración distrital cerró el parque, lo que impidió 

que la mayoría de los comerciantes pudieran seguir ejerciendo sus actividades 

productivas. En concepto del grupo, el sector propuesto para la reubicación era 

<<deplorable>> y el traslado de los comerciantes les generó la pérdida de: (i) la 

ubicación estratégica que habían gozado durante varios años, y (ii) el buen 

nombre y la clientela que habían ganado durante los años que ejercieron sus 

actividades comerciales.  

 

2.4.- El Distrito y el DNP son responsables de los perjuicios causados al grupo 

demandante. Si bien la obra del malecón tiene un impacto nacional respecto del 

                                                 
6 Expediente digital obrante en el índice No. 2, documento denominado: <<8_ED_CUADERNO1(.pdf) 
NroActua 2>> páginas 2 y 3.  
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desarrollo social y económico del Distrito, se causó un daño especial a los 

comerciantes asentados en el parque porque se generó un desequilibrio en las 

cargas públicas. Los comerciantes no estaban en la obligación de soportar las 

consecuencias derivadas de la construcción del malecón.  

 

B.- Posición de la parte demandada 
 

3.- El DNP contestó la demanda, se opuso a las pretensiones de la demanda y 

formuló las siguientes excepciones y argumentos de defensa:  

 

3.1.- Falta de integración del litisconsorcio necesario, toda vez que la 

construcción de la obra pública estaría a cargo de la Financiera de Desarrollo 

Territorial S.A. – Findeter, que no fue vinculada al proceso.  

 

3.2.- Falta de legitimación en la causa por pasiva del DNP. En la demanda se le 

imputó responsabilidad por la supuesta aprobación del proyecto de construcción 

del malecón. Al respecto, señala que de conformidad con los artículos 12 y 17 

del Decreto 1949 de 2012, por tratarse de un proyecto regional que sería 

financiado con recursos del Sistema General de Regalías, el DNP tenía a cargo 

la verificación de cumplimiento de requisitos del proyecto. Sin embargo, el 

proyecto fue aprobado por el OCAD Región Pacífico y ejecutado por Findeter 

como contratista.  

 

3.3.- Inexistencia de nexo causal entre las acciones del DNP y los perjuicios 

reclamados, toda vez que en la demanda no se indicaron cuáles acciones u 

omisiones del DNP, en el marco de sus funciones, causaron los perjuicios 

reclamados por el grupo demandante.  

 

3.4.- Incumplimiento de los presupuestos de procedibilidad de la acción de grupo, 

pues no se acreditaron las condiciones de uniformidad respecto del grupo 

demandante.   

 

4.- El Distrito también contestó la demanda, se opuso a las pretensiones y formuló 

los siguientes argumentos de defensa: 

 

4.1.- Inexistencia de causa para demandar, toda vez que el grupo demandante 

solicita la reparación de perjuicios morales y materiales respecto de una 

reubicación que no han aceptado.  

 

4.2.- La obra del malecón es un proyecto que busca mayor progreso social y 

económico para todos los habitantes de Buenaventura, por lo cual el interés 

general debe primar sobre el interés particular de los comerciantes afectados con 

la obra. 

 

C.- Sentencia recurrida 
 

5.- El Tribunal Administrativo del Valle del Cauca negó las pretensiones de la 

demanda mediante sentencia proferida el 4 de diciembre de 2020, con base en 

las siguientes consideraciones:  
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5.1.- Declaró de oficio la falta de legitimación en la causa por activa de algunos 

de los demandantes por no encontrarse dentro del censo oficial de comerciantes 

del parque, documento que fue aportado por el Distrito en su contestación.  

 

5.2.- No se probó el daño ni el nexo causal con la acción u omisión imputada a la 

Administración. En primer lugar, no se pudo establecer cuál fue el lugar exacto al 

que fueron trasladados los comerciantes, sus características y desventajas. El 

grupo demandante se limitó a afirmar en su demanda que las condiciones del 

lugar al que estaba previsto su traslado eran <<deplorables>> y que esto les 

generaría perjuicios porque perdieron su ubicación estratégica dentro del parque. 

Si bien en el expediente existen fotografías y videos de establecimientos de 

comercio, estos no son suficientes para probar el supuesto de hecho alegado de 

que las condiciones del nuevo lugar fueran diferentes a las de los puestos 

anteriores. Únicamente se dijo que eran cubículos de guadua y se indicaron sus 

medidas. 

 

5.3.- Adicionalmente, el dictamen pericial aportado por el grupo demandante, 

mediante el cual se pretendía probar los perjuicios materiales por daño 

emergente, lucro cesante y pérdida del Good Will, no estuvo debidamente 

fundamentado y sus conclusiones no fueron claras. No fue preciso ni detallado, 

no logró explicar las investigaciones efectuadas, la metodología utilizada para 

obtener las estimaciones de los perjuicios ni los fundamentos técnicos de sus 

conclusiones. 

 

5.4.- En la audiencia de exhibición de documentos, la parte demandante exhibió 

13 cuadernillos denominados <<Libro Fiscal de Registro de Operaciones 

Diarias>> que contenían los ingresos y egresos de algunos de los demandantes 

entre enero y junio de 2016. Estos documentos son ineficaces, insuficientes e 

inocuos para demostrar los daños y perjuicios causados, pues no cuentan con 

soporte contable que los sustente y son documentos privados que no dan certeza 

de los hechos allí señalados. 

 

5.5.- En las declaraciones rendidas por los testigos, cuyo objeto era acreditar los 

perjuicios morales sufridos por los integrantes del grupo, solo se realizaron 

manifestaciones ambiguas. Además, de su relato no fue posible establecer si 

finalmente los demandantes y los demás miembros del grupo aceptaron la 

reubicación propuesta. 

 

D.- El recurso de apelación  
 

6.- El grupo demandante apela la decisión y formula los siguientes reparos:  

 

6.1.- El tribunal no valoró debidamente los testimonios practicados que daban 

cuenta de la existencia de los perjuicios morales. El tribunal se limitó a considerar 

de manera aislada cada testimonio, sin buscar los puntos en los que coincidían. 

Todos los testigos afirman que los comerciantes sufrieron incomodidad, angustia, 

intranquilidad y preocupación.  

 

6.2.- El tribunal violó el principio de libertad probatoria al afirmar que la única 

forma de demostrar la calidad de comerciante del parque era la inclusión en el 

censo oficial del Distrito. En el expediente existen otras pruebas que demuestran 
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la calidad de comerciantes del parque de los demandantes respecto de los cuales 

el tribunal declaró la falta de legitimación en la causa por activa.  

 

6.3.- El tribunal no valoró los interrogatorios de parte practicados con los cuales 

se acredita la angustia y estrés que generó el desalojo de los comerciantes del 

parque.  

 

6.4.- También incurrió en un error al no otorgarle valor probatorio a las fotografías 

y videos presentados con el dictamen. Estas fotografías y videos demuestran, 

objetivamente, la diferencia del flujo comercial entre el parque turístico y los 

locales de guadua en los que se pretendía reubicar a los comerciantes, y 

contenían una nota con su geolocalización con la cual era posible determinar su 

ubicación exacta. Estas pruebas no fueron tachadas de falsas por las entidades 

demandadas. Además, el hecho de no haber tenido en cuenta las conclusiones 

contables y financieras del dictamen no era razón suficiente para no valorar las 

fotografías y los videos aportadas con la experticia.  

 

6.5.- El tribunal incurrió en error al no darle valor probatorio a los libros contables 

aportados en la exhibición de documentos, pues debió comparar las cifras allí 

establecidas con las estimaciones realizadas por el perito en su dictamen.  

 

II. CONSIDERACIONES 
 
E.- Asuntos procesales, decisión y plan de exposición 
 

7.- En la demanda se afirmó que el desalojo de los comerciantes del parque 

ocurrió en <<el mes de marzo del 2016>>. Si bien en otros apartes de la demanda 

se afirma que desde 2015 se informó a los comerciantes sobre el cierre del 

parque y el eventual desalojo7, no existe certeza respecto de la fecha en que este 

efectivamente ocurrió. En todo caso, aun asumiendo que el daño se causó en 

2015, en los términos del artículo 47 de la Ley 472 de 19988, la demanda 

presentada el 1° de abril de 2016 es oportuna9.  

 

8.- La Sala confirmará la sentencia de primera instancia que negó las 

pretensiones de la demanda porque no se acreditó que se hubiese causado un 

daño antijurídico por vulneración de la confianza legitima del grupo demandante. 

Lo anterior, en la medida en que en la medida en que no se demostraron las 

afirmaciones de la demanda conforme con las cuales el grupo de comerciantes 

que ocupaba el parque público fue trasladado a un sitio <<deplorable>>.  

 

8.1.- En la primera parte se hará referencia a las condiciones de existencia del 

daño antijurídico por el traslado de comerciantes que ocupaban un parque 

público, con el objeto de precisar que, en eventos como este, es necesario 

acreditar la omisión de la entidad responsable en la adopción de las medidas de 

compensación y/o reubicación de los comerciantes asentados en el espacio 

público y demostrar que dicha omisión generó un daño particular y grave que no 

                                                 
7 <<A mediados del año 2015, los comerciantes del Parque Néstor Urbano Tenorio, recibieron la visita de 
las autoridades municipales quienes les manifestaron que todos los comerciantes debían desalojar sus 
establecimientos toda vez que en el mes de enero del 2016 se iniciarían las labores de construcción del 
proyecto “Malecón”>>. Cuaderno principal, folio 4.  
8 << la acción de grupo deberá promoverse dentro de los dos (2) años siguientes a la fecha en que se causó 
el daño o cesó la acción vulnerante causante del mismo>>. 
9 Cuaderno principal, folio 170.  



 

 
 

Radicado: 76001-23-33-000-2016-00397-01 (67251) 
 Demandantes: Carol Michelle Rizo Morano y otros 

   

6 

 

desconoce un derecho de los demandantes sino que afecta la situación de 

confianza legítima creada por las mismas autoridades al permitirla. 

 

8.2.- En la segunda parte se explicarán las razones por las cuales, tal como lo 

estableció el tribunal, no se probó el daño reclamado. Las afirmaciones de la 

demanda consistentes en que los comerciantes fueron trasladados a un sitio 

<<deplorable>> no fueron acreditadas en el proceso, pues las fotografías 

allegadas no permiten probar la existencia de un daño antijurídico. Además de lo 

anterior los testimonios practicados en el proceso, por sí solos, tampoco dan 

cuenta de la existencia del daño reclamado.  

 

F.- La necesidad de acreditar un daño antijurídico cuando no se atenta 
contra un derecho sino contra la confianza legítima de los demandantes  
 

9.- La Sala advierte que, también en la acción de grupo, sus integrantes deben 

acreditar la existencia de un daño antijurídico imputable a la entidad demandada 

conforme con lo dispuesto en el artículo 90 de la C.P. En los términos de esta 

norma, a los asociados les corresponde soportar los daños justificados en el 

cumplimiento de una disposición constitucional o legal, siempre y cuando no sean 

particulares y graves, porque en tal caso se rompe el equilibro ante las cargas 

públicas y el Estado debe restablecerlo.  

 

10.- En la medida en que en la norma constitucional prevalece el derecho de la 

víctima a la reparación, el daño tiene el carácter de antijurídico incluso en casos 

en los que la actuación de las autoridades públicas se haya desarrollado 

conforme con las disposiciones constitucionales o legales, sin que tampoco sea 

necesario acreditar la violación de un derecho de la víctima. Lo que resulta 

fundamental en estos casos es demostrar la existencia de un daño particular que 

exceda las cargas que los demandantes deben soportar. 

 

11.- En este sentido, puede hablarse de la causación de un daño antijurídico 

cuando lo que se desconoce no es el derecho de propiedad de los particulares 

sino la confianza legítima creada en estos cuando se les permite desarrollar 

actividades comerciales en un espacio público. En otros términos, el derecho a 

la reparación el daño en los términos del artículo 90 de la C.P. depende de 

demostrar que una acción de las autoridades públicas les causó un daño que no 

estaban obligadas a soportar.  

 

12.- En relación con el desalojo de comerciantes de inmuebles de uso público, la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional ha considerado que, aunque carecen de 

derecho a permanecer en el espacio público -porque no pueden ser propietarios 

de un bien de estas características-, deben ser objeto de medidas graduales que 

procuren no generarles afectaciones graves o intempestivas como consecuencia 

de su legítima recuperación; y dentro de ellas se encuentra precisamente la 

posibilidad de reubicación. Así, el tribunal constitucional ha indicado que:  

 

<<En jurisprudencia reiterada la Corte Constitucional ha establecido que la 
recuperación del espacio público es una obligación del Estado que no puede ser 
obstaculizada por la invocación del derecho al trabajo, ya que el interés general 
prevalece sobre el interés particular. Otra cosa es que con fundamento en la 
teoría de la confianza legítima se indique como algo justo que previamente 
principien a adelantarse diligencias tendientes a la reubicación.  
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La denominada confianza legítima tiene su sustento en el principio general de la 
buena fé. Si unos ocupantes del espacio público, creen, equivocadamente claro 
está, que tienen un derecho sobre aquél porque el Estado no solamente les ha 
permitido sino facilitado que ejecuten actos de ocupación, y han pasado muchos 
años en esta situación que la Nación y el Municipio contribuyeron a crear, es justo 
que esos ocupantes no queden desamparados porque estamos en un Estado 
social de derecho. Pero, es necesario aclarar, la medida de protección que se dé 
no equivale a indemnización ni a reparación, como tampoco es un 
desconocimiento del principio de interés general. Sobre este tópico la Sala 
Séptima de Revisión había dicho: 

  
Retomando el tema de la confianza legítima en la teoría administrativa: la relación 
entre administración y administrado plantea el gran problema de establecer las 
delimitaciones legales de los derechos de éstos últimos frente a la administración. 
Que en virtud de su potestad y ejercicio de las finalidades del Estado pueden ser 
limitados. Potestad que determina la imprescriptibilidad de los bienes de uso 
público por la ocupación temporal de los particulares, (art. 63 C.P.) Pero al mismo 
tiempo, la confianza legítima como medida de protección a los administrados se 
origina cuando de un acto de aplicación de una Norma, aun procedente del Poder 
Legislativo, supone para sus destinatarios un sacrificio patrimonial que merece 
un calificativo especial, en comparación del que pueda derivarse para el resto de 
la Colectividad. (…)  

  
Para el caso concreto es claro que la administración permitió la ocupación de 
unas tierras que constituían espacio público y no hizo nada para impedirlo, 
estableciendo con su permisividad la confianza por parte de los administrados de 
crear unas expectativas en torno a una solución de vivienda. Lo anterior supone, 
en consecuencia, que cuando una autoridad local se proponga recuperar el 
espacio público ocupado por los administrados que ocuparon tal espacio público, 
deberá diseñar y ejecutar un adecuado y razonable plan de reubicación de dichas 
personas de manera que se concilien en la práctica los intereses en pugna>>10.  

 

13.- En este contexto, la prueba de un daño antijurídico que genere el derecho a 

la reparación implica acreditar que el Estado omitió el deber de adoptar las 

medidas de compensación y/o reubicación, dirigidas a respetar la confianza 

legítima creada ante los demandantes como consecuencia de su actitud pasiva 

o permisiva. Además, que, como consecuencia de lo anterior, se les causó un 

daño grave a los comerciantes que ocupaban el inmueble sin tener derecho a 

hacerlo.  

 

14.- La extensión del derecho a la reparación de los comerciantes que son 

desalojados de un bien público no puede asimilarse a la del propietario de un 

inmueble particular que es ocupado de manera permanente por el Estado, 

privándolo de su legítimo derecho de uso, goce y disposición. El derecho a la 

reparación en este caso se establece teniendo en cuenta si la entidad cumplió 

las obligaciones asociadas a la confianza legítima, a las cuales se hizo antes 

mención; y el alcance de su reparación se determina teniendo en cuenta que no 

se desconoció el derecho de propiedad de los demandantes.  

 

15.- Teniendo en cuenta lo anterior, para estructurar un daño antijurídico en el 

presente caso no bastaba demostrar que el traslado de los comerciantes les 

produjo pérdidas patrimoniales derivadas de la disminución de la clientela. Para 

declarar la responsabilidad del Distrito era necesario acreditar que la entidad 

demandada omitió el cumplimiento de su obligación de adoptar medidas de 

reubicación, lo cual podría corresponder, como se afirma en la demanda, a la 

reubicación en un sitio con condiciones <<deplorables>>. Esta situación no está 

                                                 
10 Corte Constitucional. Sentencia T-438 de 1996. Magistrado ponente: Alejandro Martínez Caballero.  
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acreditada como tampoco se acreditó que los comerciantes pagaran 

directamente al Distrito una contraprestación por la utilización permanente del 

espacio público.  

 

G.- La ausencia de prueba del daño en el presente caso  
 

16.- En la demanda se afirmó que:  

 

<<El desarrollo de la obra pública “Malecón” genera con su ejecución la producción 
de un perjuicio inminente, el cual debe ser indemnizado a cada uno de los 200 
comerciantes formales que hacen presencia en el parque Néstor Urbano Tenorio, 
respecto de los siguientes puntos:  
 

i) Desplazamiento de los comerciantes del parque turístico a unas 
condiciones inferiores a las que tenían.  

ii) Pérdida de la ubicación estratégica de la cual habían gozado durante 
tantos años.  

iii) Pérdida del buen nombre con el cual habían acreditado sus 
establecimientos.  

iv) Fuga o pérdida de clientela de la cual obtenían sus ingresos – turistas 
nacionales e internacionales 

v) Lucro cesante y daño emergente 
vi) Pérdidas de mejoras locativas>>11. 

  

17.- De lo anterior, es claro que el daño alegado surge del desalojo de los 

comerciantes por el cierre del parque para la construcción de la obra pública y de 

su reubicación en un lugar, que, según su dicho, estaba en condiciones 

<<deplorables>>.  

 

18.- Sobre la prueba del daño alegado en la demanda, en la sentencia de primera 

instancia se afirmó que:  

 

<<No obstante lo anterior, no encuentra la Sala acreditado los daños que se 
aducen por los demandantes, ni el nexo causal con el hecho que se imputa a la 
administración como generador del daño, en tanto del plenario ni siquiera se logra 
establecer cuál fue el lugar exacto al que fueron trasladados los vendedores, sus 
características y desventajas, pues solo se limitó la parte actora a manifestar que 
“el espacio físico en el cual se piensa desarrollar la reubicación de los 
comerciantes es deplorable”, y que “dicho traslado representa una pérdida de la 
ubicación estratégica…y del buen nombre con el cual habían acreditado sus 
establecimientos comerciales, además de una pérdida de la clientela…” 
 
Si bien fueron allegados unas fotografías y videos de lugares y establecimientos 
de comercio como anexos del dictamen pericial aportado por los demandantes, 
realizado por el perito EFRAIN CONDE MONTOYA, con el que se pretendía 
estimar los perjuicios (fls. 53-59 y cd-169), a juicio de esta Sala, este carece de 
mérito probatorio, ya que las imágenes por si solas no permiten acreditar ningún 
supuesto, sumado al hecho que el dictamen no estuvo debidamente 
fundamentado y sus conclusiones no fueron claras y firmes, según se pudo 
colegir del mismo escrito y su contradicción, además que tampoco resultó ser 
preciso y detallado, ni logró explicar las investigaciones efectuadas y los 
fundamentos técnicos de las conclusiones>>. 

 

19.- Es cierto que las fotografías y videos aportados con el dictamen pericial 

pueden ser valorados como documentos, de forma independiente al dictamen, 

pero estos documentos -por sí solos- no acreditan las afirmaciones de la 

demanda.   

                                                 
11 Cuaderno principal, folio 7.  
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20.- Como anexos del dictamen obran doce fotografías del 12 de febrero de 2016, 

cada una con hora de captura y coordenadas de georreferenciación. En las 

fotografías se observan varios locales comerciales de venta de alimentos, 

bebidas, helados y artesanías. Las fotografías no cuentan con notas al pie ni 

descripción; sin embargo, de las afirmaciones de la demanda y el texto del 

dictamen puede deducirse que se trata, presuntamente, de los locales 

comerciales ubicados en el parque Néstor Urbano Tenorio12. También obran dos 

fotografías, igualmente con fecha 12 de febrero de 2016 y coordenadas de 

georreferenciación, sin notas explicativas, que se deduce igualmente de las 

afirmaciones de la demanda y del dictamen, corresponden, presuntamente, al 

lugar propuesto para la reubicación de los comerciantes del parque. Las 

fotografías muestran una serie de locales vacíos, numerados, construidos en 

madera y techo de metal13. Finalmente, obra un video en el cual varias personas 

toman medidas en lo que parecería ser uno de los locales mostrados en las 

fotografías reseñadas anteriormente14.  

 

21.- De la valoración como documentos de dichas fotografías y videos, la Sala 

llega a las siguientes conclusiones:  

 

21.1.- La falta de notas descriptivas o explicativas en las fotografías hace 

imposible la determinación del lugar donde estas fueron tomadas y si, en efecto, 

corresponden a los locales de los comerciantes desalojados y los locales 

propuestos para la reubicación. La existencia de las coordenadas de 

georreferenciación en las fotografías no es suficiente para el efecto, pues no es 

deber del juez obtener la ubicación de las fotografías a partir de dicha información 

y, en todo caso, hacerlo constituiría la introducción de un conocimiento privado 

del juez al debate probatorio.  

 

21.2.- Contrario a lo afirmado por el grupo recurrente, la Sala no encuentra que 

las fotografías <<objetivamente>> demuestren la diferencia entre el flujo de 

personas que acude a un lugar o al otro. De las doce fotografías correspondientes 

a los locales, solo dos evidencian el movimiento de personas mientras que las 

otras corresponden a las instalaciones de los locales y sus zonas aledañas.  

 

21.3.- Además, de la fecha de las fotografías (12 de febrero de 2016) se puede 

deducir que estas fueron tomadas antes del desalojo (que según afirmaciones de 

la demanda ocurrió en marzo de 2016). Esta circunstancia podría explicar que 

los locales propuestos para la reubicación se vean vacíos. Aunado a lo anterior, 

no existe prueba en el expediente que dé cuenta del número de comerciantes 

que aceptaron la reubicación en los lugares propuestos por el Distrito.  

 

21.4.- Si bien se puede evidenciar una diferencia de tamaño entre los locales 

propuestos para la reubicación y los locales de comidas, no puede afirmarse lo 

mismo respecto de los primeros y los locales de venta de artesanías, los cuales 

guardan cierta similitud. Por lo tanto, no es posible afirmar que las fotografías 

demuestran que todos los comerciantes del parque sufrieron una desmejora en 

las condiciones respecto de los locales anteriores. Además, en las fotografías se 

pueden evidenciar alrededor de veinte locales, cuando en la demanda se afirmó 

que más de 200 comerciantes fueron afectados con el desalojo.  

                                                 
12 Cuaderno principal, folios 53 a 58.  
13 Cuaderno principal, folio 59.  
14 CD obrante a folio 70 del cuaderno principal.  



 

 
 

Radicado: 76001-23-33-000-2016-00397-01 (67251) 
 Demandantes: Carol Michelle Rizo Morano y otros 

   

10 

 

22.- Ahora bien, respecto de los testimonios y los interrogatorios de parte de los 

demandantes practicados en el proceso, para la Sala dichas pruebas tampoco 

acreditan la causación del daño alegado. Si bien algunos de los testimonios 

hacen referencia al desalojo realizado por la administración distrital, estos no 

refieren la fecha en que este ocurrió, si se trató de un desalojo inmediato o 

progresivo; los declarantes se limitaron a hacer apreciaciones subjetivas sobre la 

supuesta arbitrariedad con que obraron los funcionarios del Distrito y el tamaño 

de los cubículos a los que supuestamente se trasladaría a los comerciantes. 

Además de lo anterior, se refieren únicamente al desalojo respecto de dos 

establecimientos comerciales, cuando según afirmación de la demanda de acción 

e grupo, en el parque existían más de 200 comerciantes. Con la cual no pueden 

tenerse acreditadas las afirmaciones de la demanda, más aun cuando no existe 

soporte documental que corrobore lo aseverado en las declaraciones.  

 

22.1.- En su testimonio, la señora Karen Liliana Osa Orellano, quien manifestó 

ser empleada del restaurante <<Cevichería del Pacífico>> se limitó a indicar 

sobre el desalojo de dicho establecimiento de comercio que <<Todo fue a la 

fuerza, nos sacaron fue a la brava, no nos dieron tiempo de nada solo se 

metieron>>15. La señora Neyza Cárdenas Gamboa, quien también manifestó ser 

empleada del mismo establecimiento de comercio, sobre este mismo punto indicó 

que: <<Eso venía de unos buenos años que nos iban a desalojar, pero no habían 

dicho cuanto era, ni cuando era, no era una fecha exacta para desalojar, nos 

tomó prácticamente de sorpresa>>16.  

 

22.2.- La testigo Neysa Cárdenas Gamboa, quien también afirmó trabajar en el 

mismo establecimiento de comercio señaló: <<Tengo entendido que 

forzosamente nos desalojaron (…) Eso venía de unos buenos años que nos iban 

a desalojar, pero no habían dicho cuanto era, ni cuando era, no era un fecha 

exacta para desalojar, nos tomó prácticamente de sorpresa, la reubicación que 

nos estaban dando no era la adecuada.>> Además sobre las condiciones del sitio 

donde supuestamente se reubicaría a los comerciantes indicó que: <<eso era un 

pedacito que no cabía ni una nevera parada, era un lugar de guadua (…) el lugar 

de la reubicación era muy desolado, cuando comenzaron a destapar las calles 

ya no pasaba nadie por ahí, no transitaba la gente por allá>>. 

 

22.3.- El testigo José Jesús Pinzón Garay, quien afirmó ser el administrador el 

establecimiento de comercio antes referido indicó que: <<la administración 

municipal arbitrariamente comenzó a cerrar el parque con unas lonas verdes y 

cada vez era menos el espacio para que asistiera la gente a este parque>> 

Además indicó que: <<yo tuve la oportunidad de invitar al perito y a los otros 

comerciantes ir a mirar el sitio que eran unos cubículos de un metro por dos, de 

guadua, (…) no tiene acceso de público, es un parqueadero abandonado al lado 

del parque>>17. 

 

22.4.- La testigo Gloria Amparo Ballesteros Ramírez, afirmó conocer la situación 

por ser la compañera permanente del administrador del establecimiento de 

comercio e indicó que<<yo todos los fines de semana iba a allá y me di cuenta 

de las arbitrariedades que se cometieron y como sacaron a esta gente (…) Yo 

                                                 
15 CD contentivo de la audiencia de pruebas, folio 412 del cuaderno principal, minuto 31:15.  
16 CD contentivo de la audiencia de pruebas, folio 412 del cuaderno principal, minuto 52:20.  
17 CD contentivo de la audiencia de pruebas, folio 412 del cuaderno principal, minuto 1:25:40 
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cada que iba, era el espacio más reducido, a lo último les dejaron una entrada 

muy pequeña, y eso era a la fuerza, a lo último no les entraba nada de público, 

porque los intimidaban>>18. 

 

22.5.- Además, testificaron los señores Alida Inés Castro García, Alexander 

Riascos Ruiz y Hugo Sierra Duque, quienes realizaron aseveraciones similares 

a las referidas por los anteriores testigos, pero relacionadas únicamente respecto 

del establecimiento de comercio de propiedad del señor Arnulfo Rizo, 

demandante en este proceso19.  

 

23.- Finalmente, respecto de los documentos contables que no fueron valorados 

por el tribunal, estos corresponden a 13 cartillas con anotaciones a mano que, 

supuestamente contienen los ingresos diarios de los negocios de los 

demandantes20. Sin embargo, no tienen ningún soporte o anexos, y además no 

fueron utilizadas por el perito para realizar los cálculos de su dictamen. Por lo 

cual, la Sala considera que no son prueba suficiente ni del daño reclamado ni de 

los perjuicios.  

 

24.- Por otro lado, la Sala encuentra que no está probada una omisión absoluta 

o grave de la Administración en el cumplimiento de sus obligaciones de asistencia 

y reubicación. En primer lugar, los mismos testigos afirmaron que sí se ofrecieron 

opciones de reubicación en otro lugar; sin embargo, no consideraban que las 

condiciones de dicho sitio fueran aptas. Además de lo anterior, la administración 

distrital, en informe rendido el 5 de diciembre de 2016, señaló las actividades que 

realizó con el fin de procurar la reubicación o compensación de los comerciantes 

del parque, sin que este documento fuera controvertido o refutado por la parte 

demandante: 

 

<<los ocupantes del espacio público no son dueños del área que ocupan, por lo 
cual no se les puede indemnizar, mas sí compensar para que puedan reubicarse 
en otros espacios donde puedan continuar con sus actividades productivas.  
 
(…) los 9 vendedores de la carpa artesanal fueron censados en el año 2014 y se 
encuentra debidamente registrados. De estas 9 personas, 2 fueron compensadas 
y 2 reubicados, por lo cual las otras personas que se encontraban como 
trabajadores de los artesanos no figuran en el censo, por tanto no son sujetos de 
compensación.  
 
Cabe resaltar que el personal para reubicar o compensar ascendía a 128, de los 
cuales 51 fueron reubicados en los módulos construidos y posteriormente 
adecuados por la administración distrital (…) Esta adecuación tuvo un valor de 
tres millones de pesos ($3.000.000) mientras que a las personas que deseaban 
reubicarse definitivamente en otros lugares distintos a este sitio se les asignó la 
suma de cuatro millones de pesos ($4.000.000), los cuales han utilizado en 
compra de insumos, pago de arrendamiento, compra de equipos, entre otros 
aspectos>>21. 

  

H.- Costas 
 

                                                 
18 CD contentivo de la audiencia de pruebas, folio 412 del cuaderno principal, minuto 1:08:50 
19 19 CD contentivo de la audiencia de pruebas, folio 412 del cuaderno principal, minuto 1:42:31 
20 Cuaderno No. 4 del expediente. Sobre contentivo de los documentos referidos.  
21 Cuaderno No.2, folios 66 a 68.  

 



 

 
 

Radicado: 76001-23-33-000-2016-00397-01 (67251) 
 Demandantes: Carol Michelle Rizo Morano y otros 

   

12 

 

25.- Al no haber prosperado el recurso de apelación y en la medida en que: (i) el 

Distrito de Buenaventura otorgó poder a un abogado22 y (ii) el DNP intervino en 

el trámite de segunda instancia23, la Sala condenará al recurrente en costas por 

concepto de agencias en derecho. Deberá pagar la suma equivalente a: (i) tres 

salarios mínimos mensuales legales vigentes (3 SMMLV) a favor del Distrito de 

Buenaventura; y (ii) seis salarios mínimos mensuales legales vigentes (6 

SMMLV) a favor del DNP. Lo anterior, de conformidad con los criterios y tarifas 

establecidas por el artículo 5 numeral 1 del Acuerdo No. PSAA16-10554 del 5 de 

agosto de 2016 y tomando en consideración la naturaleza, calidad y duración de 

la gestión del apoderado. 

 

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 

Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la ley 

 

RESUELVE 
 

PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia proferida el 4 de diciembre de 2020 por 

el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca que negó las pretensiones de la 

demanda.   

  

SEGUNDO: CONDÉNASE en costas a la parte demandante. Liquídense por 

Secretaría e inclúyanse por concepto de agencias en derecho las sumas 

correspondientes a: (i) tres salarios mínimos mensuales legales vigentes (3 

SMMLV) a favor del Distrito de Buenaventura; y (ii) seis salarios mínimos 

mensuales legales vigentes (6 SMMLV) a favor del Departamento Nacional de 

Planeación.   

 

TERCERO: DEVUÉLVASE el expediente al tribunal de origen para lo de su 

cargo.   

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Con firma electrónica 
ALBERTO MONTAÑA PLATA 

Presidente 
 

               Con firma electrónica                               Con firma electrónica 
MARTÍN BERMÚDEZ MUÑOZ 

Magistrado 
FREDY IBARRA MARTÍNEZ 

Magistrado 
Con aclaración de voto 

 

                                                 
22 Cuaderno principal, folio 230.  
23 SAMAI, índice No. 18. 
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ACLARACIÓN DE VOTO  

 
                                       
Comparto la decisión de la referencia que confirmó la sentencia de primera instancia, por 

medio de la cual se negaron las pretensiones de la demanda por ausencia de acreditación 

de los elementos de la responsabilidad patrimonial extracontractual; sin embargo, disiento 

de algunas afirmaciones contenidas en la parte motiva de la providencia porque no 

acompasan con el contenido y alcance del artículo 90 de la Constitución Política.  

 

1) En primer lugar, la sentencia sostiene que para que el daño pueda ser antijurídico tiene 

que ser “particular y grave porque en tal caso se rompe el equilibrio ante las cargas públicas 

y el Estado debe restablecerlo” (párrafo 9); me aparto de esta aseveración debido a que 

confunde las nociones de “daño antijurídico” y de “daño especial”.  

 

En efecto, el “daño antijurídico” consiste en la lesión o afectación a un interés jurídicamente 

tutelado que no se está en el deber jurídico de soportar, mientras que el “daño especial” 

constituye un título jurídico de imputación o fundamento del deber de reparar de naturaleza 

objetiva cuyo elemento esencial es, precisamente, el rompimiento del principio de igualdad 

frente a las cargas públicas; de allí que el fallo trastoca dos elementos claramente 

diferenciables de la responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado, esto es, el 

presupuesto “daño antijurídico” y el carácter “imputable” a una entidad o autoridad estatal. 
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Sobre el particular, la Corte Constitucional con especial claridad y sindéresis precisó lo 

siguiente1:  

 

“La fuente de la responsabilidad patrimonial del Estado es un daño que debe ser 
antijurídico, no porque la conducta del autor sea contraria al derecho, sino porque 
el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio, por lo cual 
éste se reputa indemnizable.  Esto significa obviamente que no todo perjuicio debe 
ser reparado porque puede no ser antijurídico, y para saberlo será suficiente acudir 
a los elementos del propio daño, que puede contener causales de justificación que 
hacen que la persona tenga que soportarlo.  
  
Igualmente no basta que el daño sea antijurídico sino que este debe ser además 
imputable al Estado, es decir, debe existir un título que permita su atribución a una 
actuación u omisión de una autoridad pública. Esta imputación está ligada pero no 
se confunde con la causación material, por cuanto a veces, como lo ha establecido 
la doctrina y la jurisprudencia, se produce una disociación entre tales conceptos. 
Por ello, la Corte coincide con el Consejo de Estado en que para imponer al Estado 
la obligación de reparar un daño ‘es menester, que además de constatar la 
antijuricidad del mismo, el juzgador elabore un juicio de imputablidad que le permita 
encontrar un ´título jurídico´ distinto de la simple causalidad material que legitime 
la decisión; vale decir, la ´imputatio juris´ además de la imputatio facti´’”. 

 

En ese orden de ideas, considero que la mencionada afirmación genera una distorsión 

inaceptable en el sistema de responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado por el 

hecho de hacer extensivo un elemento propio de un título jurídico de imputación de 

naturaleza objetiva al elemento daño antijurídico.  

 

2) Además, en la sentencia se afirma que “la prueba daño antijurídico que genere el derecho 

a la reparación implica acreditar que el Estado omitió el deber de adoptar las medidas de 

compensación y/o reubicación, dirigidas a respetar la confianza legítima creada ante los 

demandantes como consecuencia de su actitud pasiva o permisiva” (párrafo 13); con este 

obiter dictum se confunden los elementos de la responsabilidad patrimonial del Estado, 

pues, se desconoce el real y verdadero sentido del artículo 90 Superior, en la medida en 

que una cosa es la afectación a un derecho subjetivo que no se está en el deber jurídico de 

soportar o tolerar y, otra, muy distinta, es la prueba de la omisión atribuible o imputable al 

Estado, por manera que la acreditación del comportamiento activo u omisivo de la entidad 

demandada no incide en la demostración del primer elemento de la responsabilidad, esto 

es, el daño antijurídico, en tanto que se trata de un aspecto imprescindible para establecer 

si la lesión o afectación es imputable a las entidades demandadas.   

 

Por consiguiente, el desconocimiento del principio de confianza legítima alegado en este 

caso concreto no era relevante para definir si existió o no un daño antijurídico irrogado a los 

 
1 Corte Constitucional, sentencia C-333 de 1996, MP Alejandro Martínez Caballero.  
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comerciantes que fueron reubicados por ocupar espacio público, sino que, por el contrario, 

la transgresión de la confianza legítima permitía concluir si el daño era imputable o no a las 

entidades estatales demandadas. 

  

 

 
FREDY IBARRA MARTÍNEZ 

Magistrado 
(Firmado electrónicamente) 

 

  
Constancia: la presente aclaración fue firmada electrónicamente por el suscrito magistrado 
en la plataforma SAMAI, en consecuencia, se garantiza la autenticidad, integridad, 
conservación y posterior consulta de conformidad con los artículos 1 y 2 de la Ley 2213 de 
2022.  
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DEMANDANTE: COMERCIANTES PARQUE NESTOR URBANO 

TENORIO 

DEMANDADO: DISTRITO DE BUENAVENTURA Y NACIÓN- 

DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN 

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DE LOS PERJUICIOS CAUSADOS A 

UN GRUPO 

SENTENCIA No. 247 

 

Magistrado Ponente: EDUARDO ANTONIO LUBO BARROS 

 

 

OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Agotadas las etapas procesales correspondientes y no observada causal 

de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a dictar sentencia 

de primera instancia en el medio de control REPARACIÓN DE LOS 

PERJUICIOS CAUSADOS A UN GRUPO, previa las siguientes 

consideraciones:  

 

LA DEMANDA. (fls. 1-46 , C-1) 

 

Los demandantes, comerciantes del parque Néstor Urbano Tenorio, a 

través de apoderado judicial y en ejercicio del medio de control 

consagrado en el artículo 145 del CPACA y en la Ley 472 de 1998, título III, 

capítulo -Acción de Grupo-, demandaron al DISTRITO DE BUENAVENTURA 

y a la NACIÓN- DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN-DNP, con el 

fin de que se hagan las siguientes declaraciones y condenas: 

 

1. Se declare que las entidades demandadas son administrativamente 

responsables de todos los daños y perjuicios materiales e inmateriales que 

se le han ocasionado a cada uno de los demandantes, como 

consecuencia de la imposición de una carga pública, la cual consideran 

no están obligados a soportar, en favor de una obra pública de interés 

nacional. 

 

http://www.ramajudicial.gov.co/
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2. Como consecuencia de lo anterior, se condene a las demandadas al 

pago de los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales ocasionados, de 

la siguiente manera:  
 

Grupos Afectados Perjuicios patrimoniales Perjuicio 

Extrapatrimon

ial 

Daño 

emergente -

Perdida 

ubicación 

estratégica, 

desvalorización 

buen nombre 

Lucro 

Cesante- 

pérdida de 

renta 

mensual y 

fuga de 

clientela 

Daño Moral 

Grupo A: 

Restaurante/ 

venta de 

helados 

Arnulfo Agustín Rizo 

Peña 

470 SMLMV 4699 SMLMV 100 SMLMV 

Ana Sofía Rizo Castro $0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Víctor Arnulfo Rizo 

Rodas 

$0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Grupo B: 

Cevichería/ 

comida 

exquisita de 

mar 

Mayra Ivonnee Torres 

Muñoz 

470 SMLMV 4699 SMLMV 100 SMLMV 

Dora Dalys Muñoz 

Campaz 

$0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Freimar Andrés 

Mosquera Torres. 

$0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Grupo C: 

Restaurante/ 

venta de 

comida 

variada 

Carol Michelle Rizo 

Moreno 

470 SMLMV 4699 SMLMV 100 SMLMV 

Nohely Castro García $0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Grupo D 

kísco Bar/ 

venta de 

bebidas y 

jugos 

Nancy Del Carmen 

Mosquera 

470 SMLMV 4699 SMLMV 100 SMLMV 

Dorila Angulo 

Ibarguen 

$0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Grupo E 

Restaurante/ 

Venta de 

comida 

rápida 

Roosevelt Valencia 

Mosquera 

470 SMLMV 4699 SMLMV 100 SMLMV 

Jessica Alexandra 

Valencia Mosquera 

$0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Grupo F 

Venta de 

Calzado y 

vestimenta 

de mar 

Alexander Giraldo 

Guerrero 

157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Deissy Yanneth 

Tacuma Vélez 

$0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Yeico Alexander 

Osorio Tacuma 

$0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Roñal Estiwer Osorio 

Tacuma 

$0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Kelly Dayana Osorio 

Tacuma 

$0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Karol Juliana Osorio 

Tacuma 

$0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Grupo G 

Ventas de 

artesanías y 

José Gilberto Varón 157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 
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decoración 

típicas 

Grupo H 

Ventas de 

artesanías / 

Joyas 

artesanales 

José Indulto Naranjo 

García 

157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Claudia Fernanda 

Naranjo López 

$0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Ana Cristina Naranjo 

López 

$0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Alejandra Naranjo 

López 

$0 $0 SMLMV 100 SMLMV 

Grupo I 

Venta de 

artesanías y 

decoración 

típicas 

Marta Julieta Varón 

Velásquez 

157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Grupo J 

Ventas de 

artesanías y 

decoración 

típicas 

Lucia Margarita 

Otalvaro 

157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Grupo K 

Ventas de 

artesanías / 

Joyas 

artesanales 

Jacob Castrillón 

Molina 

157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Grupo L 

Ventas de 

artesanías / 

Joyas 

artesanales 

Maria Idalba Ramírez 

Obando 

157SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Richar Andrés 

Cajamarca Ramírez 

$0 $0 100 SMLMV 

Erika del Carmen 

Ramírez Obando 

$0 $0 100 SMLMV 

Grupo M 

Ventas de 

artesanías y 

decoración 

típicas 

Luz Nery Vásquez 157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Luz Karen Quinceno 

Vásquez 

$0 $0 $0 

Grupo N 

Restaurante 

pizzería/ 

comidas 

rápidas 

Julio Cesar Monsalve 

Morales 

157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Grupo Ñ 

Venta de 

Joyas 

artesanales 

Jesús Abelardo 

González Baena 

157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Diana Jimena Angulo 

Riascos 

$0 $0 100 SMLMV 

Geraldine Jimena 

González Angulo 

$0 $0 100 SMLMV 

Grupo O 

Microempres

a de correas 

Juvenal Moreno 

Barrera 

157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Karen Lizeth Moreno 

Londoño 

$0 $0 100 SMLMV 

Grupo P 

Venta de 

sandalias y 

vestimenta 

típica 

Gloria Nelsy Ramírez 

Obando 

157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Laura Inés Rivera 

Ramírez 

$0 $0 100 SMLMV 

Mateo Rivera Ramírez $0 $0 100 SMLMV 
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Grupo Q 

Ventas de 

artesanías / 

Joyas 

artesanales 

Sorany Osorio Moreno 157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Daniela Ramírez Osorio $0 $0 100 SMLMV 

Karen Sofía Cardona 

Osorio 

$0 $0 100 SMLMV 

Grupo R 

Ventas de 

artesanías y 

decoración 

para el hogar 

Claribell Vera Penagos 157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

John Alexander Vera 

Villalobos 

$0 $0 100 SMLMV 

Jean Cario Vera Vera $0 $0 100 SMLMV 

Juan Diego Vera Vera $0 $0 100 SMLMV 

Carol Michell Vera 

Vera 

$0 $0 100 SMLMV 

Grupo S 

ventas de 

artesanías / 

Joyas 

artesanales 

Oscar Varón 

Velásquez 

157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Grupo T 

Tatuajes y 

arte sobre la 

piel 

Jader Andrés Rojas 157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Grupo U 

Ventas de 

artesanías y 

decoración 

típicas 

Albeiro Rodríguez 

Velásquez 

157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 

Yajaira Rodríguez 

Restrepo 

$0 $0 100 SMLMV 

 

3. Aplicar el artículo 65 numeral 6 de la ley 472 de 1998, respecto de la 

liquidación de los honorarios del abogado coordinador, equivalente al 

10% de la indemnización que obtengan cada uno de los miembros del 

grupo que no hayan sido representado judicialmente. 

 

4. Condenar a las demandadas al pago por perjuicios patrimoniales y 

extrapatrimoniales por los daños ocasionados al grupo de los 178 

comerciantes afectadas que se encuentran pendientes de la inclusión 

dentro de la acción de grupo, en la suma de 548.484 SMLMV (QUINIENTOS 

CUARENTA Y OCHO MIL CUATROCIENTOS OCHENTA Y CUATRO SALARIOS 

MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES), discriminados de la siguiente 

manera: 
 

 Perjuicios patrimoniales Perjuicio 

extrapatrimonial 

Comerciantes 

pendientes de 

inclusión acción de 

grupo 

Daño emergente- 

Pérdida de 

ubicación 

estratégica, 

desvalorización del 

buen nombre 

Lucro Cesante- 

pérdida de renta 

mensual y fuga de 

clientela 

Daño moral 

Del comerciante 

No. 1 al 65, para 

cada uno de ellos 

470 SMLMV 4699 SMLMV 100 SMLMV 

Del comerciante 

No. 66 al 178, para 

cada uno de ellos 

157 SMLMV 1566 SMLMV 100 SMLMV 
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SubTotal 48291 SMLMV 482393 SMLMV 17800 SMLMV 

TOTAL 548.484 SMLMV 

 

Fundamentó su petición en los siguientes HECHOS: 

 

PRIMERO: Que el parque Néstor Urbano Tenorio, ubicado en el Distrito 

Especial de Buenaventura - Valle, ha sido históricamente reconocido por 

su elevado movimiento turístico debido a su cercanía al mar, atractivo 

natural y ubicación central, motivo por el cual se han desarrollado desde 

su interior por más de varias décadas actividades comerciales que giran 

alrededor del turismo tales como: restaurantes de comida típica, venta 

de artesanías, etc. 

 

SEGUNDO: Que los mercaderes al interior del parque Néstor Urbano 

Tenorio, ascienden aproximadamente a más de 200 vendedores, algunos 

de los cuales cuentan con más de 30 años en el sector, organizándose de 

manera legal mediante la adecuación de establecimientos comerciales 

para el desarrollo de sus actividades mercantiles que giran alrededor del 

turismo, amparados por medio de los permisos que el mismo municipio de 

Buenaventura les concedía, pagando además una cuota fija a RECREAR 

BUENAVENTURA. 

 

TERCERO: Que a mediados del año 2015, los comerciantes del Parque 

Néstor Urbano Tenorio recibieron la visita de las autoridades municipales, 

quienes les manifestaron que todos los comerciantes debían desalojar sus 

establecimientos, toda vez que en el mes de enero del año 2016 se 

iniciarían las labores de construcción del provecto “malecón" de gran 

impacto nacional, y que para tales efectos serían reubicados en el 

espacio que la administración municipal destinara para ellos. 

 

CUARTO: Que dicho comunicado causó inconformismo entre los 

comerciantes del Parque Néstor Urbano Tenorio, toda vez que el espacio 

físico en el cual se piensa desarrollar la reubicación de los comerciantes 

es deplorable, ya que dicho traslado les representa una pérdida de la 

ubicación estratégica de la cual habían gozado durante tantos años y 

del buen nombre con el cual habían acreditado sus establecimientos 

comerciales, además de una pérdida de la clientela basada en turistas y 

visitantes que frecuentaban sus establecimientos comerciales, afectando 

directamente las utilidades. 

 

QUINTO: Agregan que si bien es cierto, el proyecto “malecón" beneficiará 

no solo a todo el distrito de Buenaventura en su avance social y 

económico, sino también a todo un país, por ser el puerto más importante 

de Colombia, también es cierto que se ha generado un daño especial 

respecto de las cargas públicas en detrimento de los comerciantes del 

parque Néstor Urbano Tenorio, las cuales no están obligados a soportar 

en favor de una obra de interés general, ya que la realización de dicho 
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proyecto implica el desplazamiento de los comerciantes del parque 

turístico a unas condiciones inferiores a las que tenían, así como la pérdida 

estratégica de la ubicación de la cual habían gozado durante tantos 

años y del buen nombre con el cual habían acreditado sus 

establecimientos, sumado a la fuga o pérdida de clientela de la cual 

obtenían sus ingresos, razón por la que consideran que dichos perjuicios 

deben ser indemnizados. 

 

SEXTO: Que los comerciantes del Parque Néstor Urbano Tenorio se 

negaron rotundamente a efectuar el desalojo de sus establecimientos 

comerciales, sin que antes las demandadas pagaran los prejuiciosos 

causados a sus establecimientos mercantiles con el desarrollo de la obra 

pública, sin embargo, en el mes de marzo del 2016, la administración 

distrital como medida coercitiva efectuó el cierre del parque, evitando 

que la mayoría de los 200 comerciantes pudieran ejercer sus labores 

productivas, con el ánimo de que aceptaran la reubicación que les están 

ofreciendo, en un sector comercialmente muerto y en cubículos de 

guadua que miden 1.60 mt de ancho x 2 mt de fondo y 2 mt de alto. 

 

CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN. 

 

Invocó como fundamento las siguientes normas: 

• Constitución Política, Arts. 13 y 90. 

• Ley 472 de 1998. Art 46.  

• Ley 1437 de 2011. Art. 145  

 

Fundamento de derecho de las pretensiones: 

 

- Nexo de causalidad y su articulación con el daño especial irrogado a 

los comerciantes del parque Néstor Urbano Tenorio: Señala la parte 

actora que del material probatorio referente a la responsabilidad que nos 

ocupa, representa que el daño sufrido por cada uno de los 200 

comerciantes que desarrollan sus actividades mercantiles en el parque 

Néstor Urbano Tenorio del Distrito de Buenaventura - Valle es 

consecuencia eficiente y determinante de:     

 

a) El desarrollo de una obra pública de interés nacional;  

b) El desequilibro de las cargas públicas en detrimento de los 

comerciantes del parque, las cuales no están obligados a soportarlas en 

favor de una obra de interés público; 

c) La producción de un daño especial que no ha surgido de una 

conducta ilícita de la administración, sin embargo genera un deber 

indemnizatorio por parte del demandado;  

d) la suspensión de las actividades mercantiles a causa de la iniciación 

de una obra pública, lo cual ha generado:  

i) Desplazamiento de los comerciantes del parque turístico a unas 

condiciones inferiores a las que tenían;  
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ii) Pérdida de la ubicación estratégica de la cual habían gozado 

durante tantos años;  

iii) pérdida del buen nombre con el cual habían acreditado sus 

establecimientos;  

iv) fuga o pérdida de clientela de la cual obtenían sus ingresos,- 

turistas nacionales e internacionales;  

v) lucro cesante y daño emergente; vi) pérdida de mejoras 

locativas;  

 

El daño producido por ejecución de obras públicas - daño especial: 

Esgrimen que en lo pertinente a los daños que se desprende con la 

ejecución de obras de interés colectivo, tales como las obras públicas, se 

ha argumentado que la administración en cumplimiento de sus deberes 

lícitos genera la producción de daños como consecuencia del 

desequilibrio de las cargas públicas, y en tal sentido, es irrelevante 

determinar si existe alguna clase de ilicitud o irregularidad en la actuación 

de la administración, toda vez que el régimen aplicable en tales casos es 

el denominado daño especial. 

 

Hace referencia a diversos pronunciamientos respecto al tema Consejo 

de Estado, y concluye que en el caso bajo estudio, a los 200 comerciantes 

del parque Néstor Urbano Tenorio de Buenaventura- Valle, les resulta 

aplicable el concepto de daño especial, en tanto no se está pregonando 

la ilicitud o irregularidad de la administración, sino la producción de unos 

perjuicios derivados con la ejecución de obra de interés público de 

trascendencia nacional “malecón”, la cual rompió la igualdad de los 

ciudadanos ante las cargas públicas. 

 

Daño moral "pretium doloris": Que en el sub lite, los 200 comerciantes que 

hacen presencia en el parque Néstor Urbano Tenorio de Buenaventura-

Valle, junto con sus respectivos núcleos familiares, han experimentado la 

incertidumbre, el temor y la angustia de perder su única fuente de 

ingreses, que se constituyen en los locales comerciales ubicados 

estratégicamente en dicho lugar, toda vez que dentro de la ciudad no 

existe mejor ubicación para ejercer las actividades mercantiles, las cuales 

han venido desarrollando por varias décadas, además de la frustración 

que experimentan los comerciantes por la pérdida de clientela y de 

acreditación, de las cuales ya gozaban en sus respectivas ubicaciones. 

 

Conforme a lo anterior, indica que partiendo del legítimo derecho a la 

reparación del daño moral causados a cada uno de los comerciantes 

con sus respectivas familias, se cuantificó con el tope máximo 

jurisprudencial que concede el Consejo de Estado en materia de 

reparación integral del daño moral (100 SMLMV), con base al: a) el dolor 

sufrido, b) la intensidad de la congoja; c) la cercanía de los afectados 

“elementos que integran el test de proporcionalidad en materia 

contencioso administrativo”, ya que los sentimientos personalísimos son 

http://www.ramajudicial.gov.co/


Acción de Grupo 
Sentencia Primera Instancia – 
Radicación.: 76001-23-33-007-2016-00397-00 

 
 

Palacio Nacional – Piso Segundo – Oficina 215 

www.ramajudicial.gov.co 

Página 8 de 39 

8 

inconmensurables y jamás pueden ser íntegramente resarcidos, en 

cuanto a las vivencias internas e individuales. 

 

Entorpecimiento por parte de la administración a los proyectos de vida de 

los 200 comerciantes del parque Néstor Urbano Tenorio de la ciudad de 

Buenaventura -alteración de las condiciones de existencia:  Señalan que 

ha sido el desarrollo de una obra pública de interés nacional la causa por 

la cual los 200 comerciantes del parque Néstor Urbano Tenorio han sufrido 

un entorpecimiento para alcanzar sus provectos de vida respecto a la 

continuidad en sus labores mercantiles, y obtención de dividendos 

derivados del buen nombre de sus establecimientos comerciales, 

ubicación estratégica al interior del parque y clientela de turistas 

nacionales e internaciones. 

 

Que en materia similar a la de los comerciantes del Parque Néstor Urbano 

Tenorio, se tiene que el Consejo de Estado mediante Sentencia AG-2001 

-00029 de octubre 18 de 2007, concedió indemnización por concepto de 

daño a las condiciones de existencia por los perjuicios ocasionados a los 

proyectos de vida de las familias de una Urbanización, pues para la 

corporación los integrantes de las familias debieron cambiar los hábitos 

relacionados con su proyección de vida.  

 

Por tal motivo y en atención a la gravedad de la afectación a los 

proyectos de vida de cada uno de los 200 comerciantes del Parque 

Néstor Urbano Tenorio, junto con sus respectivas familias, en cuanto al 

entorpecimiento en la continuidad en sus labores mercantiles, obtención 

de dividendos derivados del buen nombre de sus establecimientos 

comerciales ya acreditados, ubicación estratégica al interior del parque 

y clientela de turistas nacionales e internaciones, cuantificó el daño por 

dicho concepto en 100 SMLMV para cada uno de los integrantes de las 

familias de los comerciantes afectados. 

 

Lucro cesante y daño emergente -quantum del daño patrimonial: Se 

identifica un daño patrimonial causado a los comerciantes del Parque 

Néstor Urbano Tenorio, consistente en: 

i)  Desplazamiento de los comerciantes del parque turístico a unas 

condiciones inferiores a las que tenían, -daño emergente- 

ii)  Pérdida de la ubicación estratégica de la cual habían gozado 

durante tantos años -daño emergente- 

iii)  Pérdida del buen nombre con el cual habían acreditado sus 

establecimientos -daño emergente- 

iv)  Fuga o pérdida de clientela de la cual obtenían sus ingresos,- 

turistas nacionales e internacionales. -Lucro cesante- 

v) Disminución de ingresos mensuales como consecuencia del 

desplazamiento a un lugar de inferiores condiciones y de la pérdida 

de clientela - Lucro cesante- 

vi) Pérdida de mejoras locativas 
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Lo anterior, en consideración a que en el parque Néstor Urbano Tenorio 

se desarrollan dos grandes actividades comerciales, 1) restaurantes: 

Cevichería/ comida exquisita de mar, y 2) Ventas de artesanías / Joyas 

artesanales; y en atención a la valoración de las utilidades de las 

actividades 1 y 2 a las que hace alusión el dictamen pericial aportado 

con la demanda, avaluó de daños y perjuicios, equivalente a 10 años  

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA  

 

DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN - DNP (fls. 278-289, C-1.): Por 

medio de apoderada judicial contestó la demanda oponiéndose a todas 

las pretensiones, manifestando que no es el legitimado en la causa para 

satisfacer los pedimentos de la acción, en virtud de las funciones y 

competencias asignadas por el Decreto 3517 de 2009, modificado por el 

Decreto 1832 de 2012. 

 

Agrega que no le consta los supuestos del daño que aseguran haber 

sufrido los demandantes, ni le corresponde responder por los perjuicios 

que aquellos reclaman, toda vez que, teniendo en cuenta sus funciones 

y competencias, no puede ir más allá de las establecidas en la ley, dentro 

de las que no se encuentran las relativas a ejecución de proyectos de 

infraestructura municipal o distrital. 

 

Continúa diciendo que dentro de las pruebas aportadas con la 

demanda, no existe ninguna que demuestre la existencia de uno de los 

elementos de la responsabilidad patrimonial demandada, esto es, la 

imputación específica del daño por parte del DNP, que consiste en la 

atribución jurídica del daño, fundada en la prueba del vínculo existente 

entre el daño antijurídico y la acción u omisión de esta entidad, es decir, 

no se vislumbra la existencia de un nexo de causalidad entre tal acción u 

omisión de éste ente y el perjuicio propiamente dicho, que dicen los 

accionantes haber sufrido. 

 

Que los perjuicios causados al grupo de la referencia no recaen sobre el 

Departamento Nacional de Planeación sino sobre el Distrito de 

Buenaventura y la Financiera de Desarrollo Territorial S.A.- FINDETER, como 

entidad a cargo de la ejecución del proyecto de infraestructura que ha 

sido objeto de inconformidad por parte de los demandantes y respecto 

del cual alegan haber sufrido perjuicios, y en este sentido, no se le puede 

imputar al DNP responsabilidad ni exigir el ejercicio de funciones que se 

encuentran por fuera de las que expresamente le señalan la Constitución 

y la ley. 

 

Finalmente propuso como excepciones:  

-FALTA DE INTEGRACIÓN DEL LITISCONSORCIO NECESARIO: Aduciendo 

que según el Acuerdo 007 del 4 de julio de 2013, el ejecutor del proyecto 

http://www.ramajudicial.gov.co/


Acción de Grupo 
Sentencia Primera Instancia – 
Radicación.: 76001-23-33-007-2016-00397-00 

 
 

Palacio Nacional – Piso Segundo – Oficina 215 

www.ramajudicial.gov.co 

Página 10 de 39 

10 

“CONSTRUCCIÓN MALECON BAHÍA DE LA CRUZ, ETAPA 1; DISTRITO DE 

BUENAVENTURA, VALLE DEL CAUCA, OCCIDENTE”, es Findeter, sin 

embargo, esa entidad no fue vinculada. 

 

-INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL ENTRE EL DNP CON LOS PERJUICIOS 

RECLAMADOS: Expone que, en el caso concreto, si bien los demandantes 

describen los perjuicios presuntamente sufridos por las situaciones que han 

debido soportar con ocasión del cierre del Parque Néstor Urbano Tenorio, 

en el cual afirman desarrollaban actividades económicas y comerciales, 

se advierte que no se allegó prueba del presunto perjuicio alegado, como 

tampoco sustento de las cifras solicitadas. 

 

-FALTA DE LOS PRESUPUESTOS DE PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE 

GRUPO: que el sub lite no se cumple con el requisito de uniformidad 

establecido como requisito de procedibilidad en la Ley 472 de 1998, en 

concordancia con la Ley 1437 de 2011, por cuanto la tasación de los 

presuntos daños fue calculada de manera uniforme para todos en 

consideraciones a tener la calidad de comerciantes, sin embargo, de las 

pruebas aportadas se tiene que solo cuatro de los demandantes 

acreditaron dicha condición, pues en los demás casos no se comprobó 

el cumplimiento de las condiciones establecidas en el Código de 

Comercio, artículo 13. 

 

-FALTA DE LEGITIMACIÓN MATERIAL EN LA CAUSA POR PASIVA Y FALTA DE 

COMPETENCIA DEL DNP FRENTE LOS PRESUPUESTOS RECLAMADOS: Que la 

entidad no está legitimada por pasiva en esta acción, dado que sus 

funciones legales y competencias no revisten injerencia respecto de los 

hechos ni sobre las pretensiones de los demandantes. 

 

En consecuencia de lo anteriormente expuesto, solicita declarar la 

excepción de la falta de legitimación en la causa por pasiva y la 

improcedencia del medio de control, o en su defecto, denegar las 

pretensiones de la demanda en lo que corresponde al DNP, por 

inexistencia de los elementos que se requieren en estos casos para 

endilgar responsabilidad a una entidad por acción u omisión, por cuanto 

no le son legalmente imputables los daños de que da cuenta la 

demanda. 

 

DISTRITO DE BUENAVENTURA (fls. 334-340, C-1.) 

 

Por medio de apoderada judicial contestó la demanda oponiéndose a 

cada una de las pretensiones, aclarado que el permiso otorgado por el 

Municipio a algunos de los comerciantes no fue a perpetuidad como lo 

pretenden hacer notar y que con anterioridad al cierre del parque se 

procedió a la reubicación de los actores, quienes se negaron al traslado 

respectivo, a pesar que ya se encontraban informados de dicha 

situación. 
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Que varias de las personas que se hacen figurar como demandantes, esto 

es, LUCIA OTALVARO CORRALES, YISON UVER ANGULO RIVAS, JULIO CESAR 

MONSALVE y JUVENAL MORENO BARRERA poseen módulos de asignación 

de reubicación, mientras que AICARDO GIRALDO MOSQUERA CABEZAS lo 

tiene arrendado desde hace 3 años, no entendiéndose la razón de ser 

vulnerables con el proyecto, y propuso como excepciones las siguientes:  

 

- INEXISTENCIA DE CAUSA PARA DEMANDAR: Señala como razones las 

siguientes: 

 

“1) Los actores aducen un perjuicio material y moral derivado de una 

reubicación que no han aceptado.  

2) El Distrito de Buenaventura ha procurado reubicar a los 

comerciantes del PARQUE NESTOR URBANO TENORIO en un sitio 

estratégico para los intereses mercantiles de los establecimientos de 

comercio que tienen.  

3) La negativa en dicha reubicación ha sido de los demandantes a 

pesar de contar con las adecuaciones necesarias para el ejercicio 

comercial de los mismos.  

4) Varios de los accionantes no se encuentran en el sitio donde 

funcionan los hipotéticos establecimientos de comercio, por cuando 

han sido enajenados, otros arrendados y otros ya reubicados, según 

lo contestado en el hecho 11 de la demanda.  

5) El proyecto malecón tiene como finalidad mayor progreso para la 

comunidad bonaverense y comercio en general, situaciones que 

hacen imperiosas las gestiones de infraestructura y adecuación del 

mismo.  

6) El proyecto en cita es una obra pública de naturaleza nacional y 

que hace imperioso su iniciación, desarrollo y cristalización.  

7) Ninguno de los comerciantes accionantes se han visto 

desmejorado en los ingresos derivados por la reubicación al sitio 

predispuesto por la Administración municipal para el logro de las 

presuntas aspiraciones mercantilistas, similares a las que 

supuestamente perciben dentro del Parque Néstor Urbano Tenorio 

de Buenaventura.” 

 

- PRELACIÓN DE LA OBRA DE INTERES GENERAL SOBRE EL PARTICULAR: 

Indica que: 

 

1) El proyecto malecón es una obra pública cuyo norte es beneficiar 

a todos los bonaverenses desde las aristas social y económica y 

además amplificará su crecimiento y reconocimiento para todo el 

país.  

2) Ese interés general debe primar sobre el interés particular de unos 

pocos que sin demostrar el perjuicio argüido pretender escudarse en 

dicho interés individual para sacar provecho a su favor. 
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Finamente, objeta la estimación de los perjuicios materiales y morales 

pedidos, y solicita que se dé aplicación al art. 206 inciso 5º del C.G.P., en 

lo referente a la condena de la parte demandante y a favor del Distrito 

de Buenaventura, por no probar el monto mínimo exigido en dicha 

normatividad. 

 

LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN. 

 

La audiencia de conciliación se fijó para el día 29 de julio de 2016, 

diligencia en la que no se presentó fórmula conciliadora entre las partes, 

por lo que se ordenó seguir con el trámite constitucional de la acción de 

grupo (folios 379-382 C1A). 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN EN ESTA INSTANCIA. 

 

La parte actora (fls. 485-491, C-1A) en su escrito de alegaciones hace un 

análisis y saca conclusiones de las pruebas aportadas, manifestando que 

en el plenario se acreditó la existencia de un daño especial respecto de 

las cargas públicas en detrimento de los comerciantes del parque Néstor 

Urbano Tenorio, los cuales no están obligados a soportar a favor de una 

obra de interés público. 

 

Que la realización del proyecto “malecón” implicó el desalojo de los 

comerciantes del parque Néstor Urbano Tenorio, lo que a su vez les 

ocasionó la pérdida de sus establecimientos comerciales, los cuales 

gozaban de una excelente ubicación y reconocida clientela de turistas 

de donde obtenían sus ingresos, pues se trataban de establecimientos 

comerciales acreditados durante periodos de 15 a 20 años, por lo que se 

pretende se profiera sentencia condenatoria contra las demandadas por 

los daños ocasionados a los 237 comerciantes del parque, a título de 

daño especial- desequilibrio de las cargas públicas. 

 

Departamento Nacional de Planeación - DNP (fls. 492-494, C-1A), en su 

escrito de alegaciones ratificó los argumentos expuestos en la 

contestación de la demanda y manifestó además que las pruebas 

aportadas no tienen la virtualidad de demostrar los presuntos perjuicios 

alegados por los accionantes y menos aún establecer una relación de 

causalidad respecto al DNP, toda vez que no se logra evidenciar que la 

entidad haya actuado u omitido algún deber legal, ni tampoco ha 

causado lesión a los derechos del grupo. 

 

Por lo anterior, solicita declarar la excepción de falta de legitimación en 

la causa por pasiva y la improcedencia del medio de control, o en su 

defecto, denegar las pretensiones de la demanda.  
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Distrito de Buenaventura (fls. 495-497, C-1A), en su escrito de alegaciones 

manifiesta que el Distrito estuvo presto a reubicar a los comerciantes en 

otro sector, por lo que utilizó una zona apropiado para que los actores 

ocupantes del parque Néstor Urbano Tenorio se trasladaran y varios de 

ellos lo hicieron, cumpliendo así con las directrices trazadas en 

conversaciones sostenidas con ellos. No obstante lo anterior, indica que 

varios de ellos no han querido utilizar el cubículo asignado, argumentado 

que debería ser mayor, situación que escapa al poder dispositivo del 

Distrito de Buenaventura, por cuanto se procuró que todos los 

comerciantes fuesen reubicados en igualdad de condiciones. 

 

Que el material probatorio que obra en el plenario no permite establecer 

el daño cuya indemnización se pretende, por lo que no es posible tener 

credibilidad, toda vez que no son fehacientes para acreditar el supuesto 

de hecho de las pretensiones. 

 

Por lo expuesto, solicita se denieguen las pretensiones de la demanda y 

se proceda conforme lo reglado en el artículo 206 del CGP, al no haberse 

acreditado el monto indemnizatorio argüido en el proceso. 

 

PRUEBAS 

 

Al plenario se allegaron las siguientes pruebas: 

 

Por la parte demandante: 

- Informe pericial realizado extraproceso por el señor EFRAIN CONDE 

MONTOYA, perito actuario en avalúo de bienes, daños y perjuicios, con el 

propósito de estimar los valores correspondientes al lucro cesante, daño 

emergente, daño moral y good will de los establecimientos comerciales. 

(Fls. 47-52) 

- Fotografías. (Fls. 53-59) 

- Pruebas GRUPO A- Restaurante – Venta de heladería: Arnulfo Agustín Rizo 

Peña, Ana Sofía Rizo Rodas y Víctor Arnulfo Rizo Rodas: 

-Certificado de Cámara de Comercio de Buenaventura. (Fls.62-63) 

-Formato de pedido- Cámara de Comercio No. 7291192 (fl.64) 

-Copia de recibos Nos. 878 a 880, del 27 de mayo de 2015, por aporte 

por mantenimiento a Recrear Buenaventura. (fl. 65) 

-Registro civil de nacimiento de Ana Sofía Rizo Castro (fl.66) 

-Registro civil de nacimiento del Víctor Arnulfo Rizo Rodas (fl.67) 

-Declaración extraprocesal No. 848, en la que se indica que Arnulfo 

Agustín Rizo Peña y Nohely Castro García conviven en unión 

extramatrimonial. (fl.68) 

 

- Pruebas GRUPO B- Cevichería – comida exquisita de mar: Mayra Ivonnee 

Torres Muñoz, Dora Gladys Muñoz Campaz y Freimar Andrés Mosquera 

Torres: 
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-Formulario de registro único tributario – DIAN No. 14229457574- ventas 

régimen simplificado. (fl.72) 

-Comprobante de ingreso No.1017 de diciembre de 2013, recibido por 

Recrear Buenaventura. (fl. 73) 

-Recibo de caja menor de fecha noviembre 27 de 2013, recibido por 

Recrear Buenaventura. (fl. 74) 

-Registro civil de nacimiento de Freimar Andrés Mosquera Torres (fl.75) 

-Registro civil de nacimiento de la señora Mayra Ivonnee Torres Muñoz 

(fl.76) 

- Pruebas GRUPO C- Restaurante- venta de comida variada: Carol 

Michelle Rizo Moreno y Nohely Castro García: 

-Certificado de Cámara de Comercio de Buenaventura. (Fls.80-81) 

-Formato de pedido- Cámara de Comercio No. 7291174 (fl.82) 

-Copia de recibos Nos. 858, 860 a 862, del 4 de mayo de 2015, por 

aporte por mantenimiento a Recrear Buenaventura. (fl. 83-86) 

-Registro civil de nacimiento de Carol Michelle Rizo Moreno (fl.87) 

- Pruebas GRUPO F- Venta de calzado y vestimenta de mar: Alexander 

Giraldo Guerrero, Deissy Yanneth Tacuma Velez, Yeico Alexander Osorio 

Tacuma, Ronal Estiwer Osorio Tacuma y Karol Juliana Osorio Tacuma: 

-Declaración extraprocesal No. 947, en la que se indica que Alexander 

Giraldo Guerrero y Deissy Yanneth Tacuma Velez conviven en unión 

extramatrimonial desde hace 5 años y que no han procreado hijos. 

(fl.97) 

-Registros civiles de nacimiento de Yeico Alexander Osorio Tacuma, 

Ronal Estiwer Osorio Tacuma, Kelly Dayana Osorio Tacuma y Karol 

Juliana Osorio Tacuma (fl.98-101) 

- Pruebas GRUPO G- Venta de artesanías y decoraciones típicas: José 

Gilberto Varón: 

-Certificado de Cámara de Comercio de Buenaventura. (Fls.104) 

-Copia de la declaración privada del impuesto de industria y comercio 

año gravable 2014, No. I-2014 0014592. (fl.105) 

- Pruebas GRUPO H- Venta de artesanías y joyas artesanales: José Indulfo 

Naranjo García, Claudia Fernanda Naranjo López, Ana Cristina Naranjo 

López y Alejandra Naranjo López: 

-Registros civiles de nacimiento de Ana Cristina Naranjo López, 

Alejandra Naranjo López y Claudia Fernanda Naranjo López (fl.108-

110) 

- Pruebas GRUPO L- Venta de artesanías y joyas artesanales: María Idalba 

Ramírez Obando, Richar Andrés Cajamarca Ramírez y Erika del Carmen 

Ramírez Obando: 

-Registros civiles de nacimiento de Richar Andrés Cajamarca Ramírez, 

Erika del Carmen Ramírez Obando y María Idalba Ramírez Obando 

(fl.119-122) 

- Pruebas GRUPO M- Venta de artesanías y decoraciones típicas: Luz Nery 

Vásquez: 
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-Copia del carnet de vendedor autorizado del Parque Néstor Urbano 

Tenorio, tipo de venta tintos, con fecha de vencimiento diciembre 31 

de 2014 (fl.124) 

-Registros civiles de nacimiento de Luz Karen Quiceno Vásquez y Luz 

Nery Vásquez (fl.125-126) 

- Pruebas GRUPO N- Restaurante pizzería/comidas rápidas: Julio César 

Monsalve Morales: 

-Registro civil de nacimiento de Julio Cesar Monsalve (fl. 129) 

- Pruebas GRUPO Ñ- Venta de joyas artesanales: Jesús Abelardo González 

Baena, Diana Jimena Angulo Riascos y Geraldine Jimena González 

Angulo: 

-Registros civiles de nacimiento de Geraldine Jimena González Angulo, 

Diana Jimena Angulo Riascos y Jesús Abelardo González (fl.133-135) 

- Pruebas GRUPO O- Microempresa de correas: Juvenal Moreno Barrera y 

Karen Lizeth Moreno Londoño: 

-Registros civiles de nacimiento de la señora Karen Lizeth Moreno 

Londoño y Juvenal Moreno Barrera (fl.138-139) 

- Pruebas GRUPO P- Venta de sandalias y vestimenta típica: Gloria Nelsy 

Ramírez Obando, Laura Inés Rivera Ramírez y Mateo Rivera Ramírez: 

-Registros civiles de nacimiento de Laura Inés Rivera Ramírez, Mateo 

Rivera Ramírez y Gloria Nelsy Ramírez Obando (fl.142-144) 

- Pruebas GRUPO Q- Venta de artesanías/ joyas artesanales: Sorany 

Osorio, Daniela Ramírez Osorio y Karen Sofía Cardona Osorio: 

-Registros civiles de nacimiento de Daniela Ramírez Osorio, Karen 

Sofía Cardona Osorio y Sorany Osorio Moreno (fl.147-149) 

- Pruebas GRUPO  R- Venta de artesanías y decoraciones: Claribell Vera 

Penagos, John Alexander Vera Villalobos, Jean Carlo Vera Vera, Juan 

Diego Vera Vera y Carol Michell Vera Vera: 

-Registros civiles de nacimiento de la señora Carol Michell Vera Vera, 

Jonh Alexander Vera Villalobos, Jean Carlo Vera Vera, Juan Diego 

Vera Vera y Claribell Vera Penagos (fl.155-159) 

- Pruebas GRUPO  S- Venta de artesanías y joyas artesanales: Oscar 

Varón Velásquez: 

-Certificado de Cámara de Comercio de Buenaventura (fl.162) 

-Formato de pedido- Cámara de Comercio No. 7302004 (fl.163) 

- Pruebas GRUPO  U- Venta de artesanías y decoración típica: Albeiro 

Rodríguez Velásquez y Yajaira Rodríguez Restrepo:  

-Registros civiles de nacimiento de Yajaira Rodríguez Restrepo (fl.168) 

- CD con fotografías y videos de lugares y locales comerciales. (fl. 169)  

- Declaraciones de terceros rendidas por Karen Liliana Ossa Orellano, 

Neyza Cárdenas Gamboa, Gloria Amparo Ballesteros Ramírez, José Jesús 

Pinzón Garay, Alida Inés Castro García, Alexander Riascos Ruiz y Hugo 

Esaú Sierra Duque (fls. 408-412, C-1A) 

 

Por la parte demandada- DNP: 
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- Oficio de presentación del proyecto del 24 de mayo de 2013 con la 

metodología general ajustada, por parte de la Alcaldía Distrital de 

Buenaventura. (fl. 245-275) 

- Certificación de cumplimiento de requisitos previos al inicio de la etapa 

contractual del 25 de abril de 2014, por parte de la Secretaría del OCAD 

de la Región del Pacífico. (fls. 276) 

- Copia del Acuerdo 007 del 4 de julio de 2013, “Por medio del cual se 

aprueban proyectos de inversión para los departamentos que conforman 

la región pacífica y se dictan otras disposiciones”. (fls.199-218) 

- Copia del Acuerdo 016 del 22 de septiembre de 2014, “Por medio del 

cual se adoptan decisiones relacionadas con proyecto de inversión 

financiados o cofinanciados con recursos del sistema general de regalías 

– SGR” (fls.219-244) 

 

Por la parte demandada- Distrito de Buenaventura: 

- Relación ocupantes parque Néstor Urbano Tenorio – grupo de 

intervención de proyectos estratégicos JIPE-ALCAL- Planeación Municipal 

febrero 24 de 2016. (fls. 291-295) 

- Relación ocupantes del parque Néstor Urbano Tenorio – grupo de 

intervención de proyectos estratégicos JIPE-ALCAL- Planeación Municipal. 

(fls. 296-299) 

- Acta de reunión del 29 de abril de 2015 de la Oficina Asesora de 

Planeación y Ordenamiento Territorial. (fls. 300-301) 

- Copia de carta dirigida al doctor Luis Fernando Ramos- Secretario de 

Seguridad Ciudadana, asunto: inconformidad instalación de juegos. (fls. 

302-303) 

- Copia del formato de censo de vendedores (fl. 304, 312 A 323) 

- Copia de la carta remitida a la Procuradora Provisional de 

Buenaventura, Ref: Respuesta solicitud de información- Diligencias 

preventivas. (fls. 305-311) 

- Exhibición de documentos contables. (Fl. 406-412, C-1A) 

- Contradicción del dictamen que rindió el perito Efraín Conde Montoya. 

(Fl. 413-415, C-1A) 

-Declaración de parte rendida por Arnulfo Agustín Rizo Peña, Roosevelt 

Valencia Mosquera y Albeiro Rodríguez Velásquez (Fl. 416-418, C-1A) 

- Recepción de quejas, reclamos, sugerencias peticiones y felicitaciones 

de la DIAN, No. 14509001507614 (Fls.3-5, 43-45 y 50-52) 

- Oficio No. 12619092016 721 del 19 de septiembre de 2016 expedido por 

la Cámara de Comercio de Buenaventura, por medio del cual se envió 

las certificaciones de las personas que aparecen registradas y las 

canceladas (Fl.6): 

- Nancy del Carmen Mosquera Cabezas (Fls.7-8) 

- Dorila Angulo Ibarguen (Fls.9-11) 

- Arnulfo Agustín Rizo Peña (Fls.12-13) 

- Carol Michelle Rizo Moreno (Fls.14-15 y 16-17) 

- Jonh Alexander Vera Villalobos (Fls.18-19) 

- Oscar Varón Velásquez (Fls.20-21) 
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- Albeiro Rodríguez Velásquez (Fls.22-23) 

- Claribell Vera Penagos (Fls.24-25 y 26-27) 

- José Gilberto Varón (Fls.28-29) 

- Roosevelt Valencia Mosquera (Fls.30-31) 

- Oficio No. 20163240731491 del DNP, con fecha del 23 de septiembre de 

2016, por medio del cual se concluye que la información relativa a la 

ejecución del proyecto, esto es, estudios previos y demás soportes que 

evidencian la ejecución contractual del proyecto, se encuentra a cargo 

de quien fue designado como ejecutor. (Fls.32-35 y 39-40) 

-Trámite solicitud de pruebas No. 20163240732801del DNP con fecha del 

23 de septiembre de 2016 (Fl.37) 

- CD Anexo oficio del DNP (Fl.46) 

- Comunicación al usuario de la DIAN (Fls.48-49) 

- Resolución No.008251 del 26 de octubre de 2016 de la DIAN (Fl.55) 

- Copia respuesta solicitud de información- diligencias preventivas No. 

0470-079-2016 de la Alcaldía Distrital de Buenaventura (Fls.62-65) 

-Copia respuesta oficio Lubo 5143-2016-00397-00 del 25 de noviembre de 

2016 (Fls.66-68) 

- CD grupo (Fl. 69) 

 

CONSIDERACIONES 

 

COMPETENCIA. 

 

Conforme con lo preceptuado en los artículos 152 numeral 16 del CPACA 

y 50 y 51 de la Ley 472 de 1998, esta Corporación es competente para 

conocer en primera instancia del proceso. 

 

PROBLEMA JURÍDICO. 

 

Debe la Sala determinar si las entidades demandadas son 

administrativamente responsables de todos los perjuicios materiales e 

inmateriales que se le han ocasionado a cada uno de los demandantes, 

en razón del desalojo y reubicación de sus establecimientos de comercio, 

por la obra pública de interés general a realizar en el Parque Néstor 

Urbano Tenorio de Buenaventura, o si están obligados los comerciantes 

del lugar a soportar a favor del proyecto la imposición de dicha carga 

pública. 

 

En caso positivo se deberá establecer además: (i) el valor de los perjuicios 

morales y materiales a cancelar al grupo de demandantes, y (ii) la 

procedencia del reconocimiento de los honorarios del abogado 

coordinador.  

 

Previo a estudiar el fondo del asunto, la Sala se ocupará de los siguientes 

temas: 1) las excepciones propuestas y 2) el cumplimiento de los requisitos 

de procedibilidad de la acción. 
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Aspectos previos: 

 

1) Excepciones: 

 

Al revisar el expediente se encontró que las excepciones propuestas por 

las entidades demandadas corresponden a aquellas denominadas de 

fondo, las cuales serán decididas con el análisis del fondo del asunto. 

 

2) Cumplimiento de los requisitos de procedibilidad de la acción: 

 

El artículo 88 de la Constitución Política define las acciones de grupo 

como aquellas originadas en los daños ocasionados a un número plural 

de personas; con esta perspectiva la Ley 472 dispuso en su artículo 3º: 

 

“Art. 3.- ACCIONES DE GRUPO. Son aquellas acciones interpuestas por 

un número plural o un conjunto de personas que reúnen condiciones 

uniformes respecto de una misma causa que originó perjuicios 

individuales para dichas personas.1  

 

La acción de grupo se ejercerá exclusivamente para obtener el 

reconocimiento y pago de indemnización de los perjuicios.”. 

(Subrayas por fuera de texto original). 

 

Por su parte, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (CPACA) reguló, en su artículo 145, el medio 

de control de los perjuicios causados a un grupo, en los siguientes 

términos: 

 

“Cualquier persona perteneciente a un número plural o a un 

conjunto de personas que reúnan condiciones uniformes respecto 

de una misma causa que les originó perjuicios individuales, puede 

solicitar en nombre del conjunto la declaratoria de responsabilidad 

patrimonial del Estado y el reconocimiento y pago de indemnización 

de los perjuicios causados al grupo, en los términos preceptuados por 

la norma especial que regula la materia. 

 

“Cuando un acto administrativo de carácter particular afecte a 

veinte (20) o más personas individualmente determinadas, podrá 

solicitarse su nulidad si es necesaria para determinar la 

responsabilidad, siempre que algún integrante del grupo hubiere 

agotado el recurso administrativo obligatorio”. 

 

 
1 Es de anotar que la expresión del aparte segundo que se contemplaba en esta disposición según el cual 

“[l]as condiciones uniformes deben tener también lugar respecto de todos los elementos que configuran la 

responsabilidad…”, fue declarada inexequible por la Corte Constitucional en Sentencia C- 569 de 2004. 
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De modo que las acciones de grupo se enderezan a resarcir un perjuicio 

ocasionado a un número plural de personas, que la ley fijó en un mínimo 

de veinte2. Se trata, entonces, de acciones de naturaleza eminentemente 

indemnizatoria3 la cuales se configuran a partir de la preexistencia de un 

daño que se busca reparar pecuniariamente y en forma individualizada, 

para todos aquellos que se han visto afectados4. Es decir, por medio de 

las acciones de grupo un conjunto de personas que hayan sufrido daños 

en condiciones uniformes respecto de una misma causa, pueden 

demandar la satisfacción de sus intereses individuales o subjetivos para 

que se les reconozca una indemnización que les repare los perjuicios 

padecidos.5  

 

Igualmente, respecto de la procedencia del medio de control, el artículo 

46 de la ley 472 establece: 

 

“Artículo. 46. Procedencia de las acciones de grupo. Las acciones de 

grupo son aquellas acciones interpuestas por un número plural o un 

conjunto de personas que reúnen condiciones uniformes respecto de 

una misma causa que originó perjuicios individuales para dichas 

personas. [Aparte segundo de este inciso declarado inexequible en 

sentencia C-59 de 2004 de la Corte Constitucional] 

 

La acción de grupo se ejercerá exclusivamente para obtener el 

reconocimiento y pago de indemnización de los perjuicios. 

 

El grupo estará integrado al menos por veinte personas”.  

 

En relación con el concepto de condiciones uniformes, la Corte 

Constitucional, al declarar la inexequibilidad de la expresión “las 

condiciones uniformes deben tener también lugar respecto de los 

elementos que configuran la responsabilidad” contenida en el inciso 

primero del artículo 3 y en el inciso primero del artículo 46 de la Ley 472 de 

19986, precisó en Sentencia C - 569 de 2004, sobre el particular lo siguiente: 

 

 “(…) [L]a noción de ´condiciones uniformes respecto de una misma 

causa´, propia del régimen legal de las acciones de grupo, debe ser 

 
2 Cfr. Aunque se presente por un número inferior basta con que la demanda se señalen los criterios que 

permitan identificar el grupo a nombre del cual se interpone la acción y que éste se integra al menos por 20 

afectados, vid. CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, Auto 

de 10 de febrero de 2005, Exp. No. AG-25000-23-06-000-2001-00213-01 fl. 1283, Actor: Jesús Emel Jaime Vacca 

y otros, Demandado: La Nación- Ministerio de Defensa- Ejército Nacional-Policía Nacional, C.P. Ruth Stella 

Correa Palacio.  
3 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C - 215 de 1999, M.P. Martha Sáchica Moncaleano. 
4 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C - 1062 de 2000, M.P. Álvaro Tafur Galvis. 
5 CONSEJO DE ESTADO. SECCION TERCERA. Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO. Bogotá D.C., 

dieciséis de abril (16) de dos mil siete (2007). Radicación número: 25000-23-25-000-2002-00025-02(AG) 
6 Por considerarla, además de una repetición innecesaria de la exigencia de uniformidad en los miembros del 

grupo, fundamento legal de la doctrina de la exigencia de la preexistencia del mismo como requisito de 

procedibilidad de dichas acciones, lo cual resultaba desproporcionado y desconocía el derecho de acceso 

a la administración de justicia y la naturaleza y finalidad de las acciones de grupo. CORTE CONSTITUCIONAL, 

Sentencia C- 569 de 8 de junio de 2004. M.P. Rodrigo Uprimy Yepes. 
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interpretada de conformidad con la Constitución, como un 

elemento estructural de la responsabilidad. La consideración básica 

en este punto no es novedosa: la noción de causalidad o de nexo 

causal debe ser interpretada de conformidad con el principio de 

efectividad de los derechos; consideración que está ligada con la 

necesidad de que el juez de la acción de grupo consulte la 

naturaleza de los elementos de la responsabilidad, no sólo bajo el 

prisma de su realidad naturalística, sino también de sus implicaciones 

en la sociedad postindustrial y de la concepción solidarista de la 

Carta (CP art 1). Ello implica que, de acuerdo con la moderna 

doctrina de la responsabilidad extracontractual, el elemento de la 

relación causal no debe ser estudiado como un fenómeno 

puramente natural sino esencialmente jurídico, y así mismo, que las 

particularidades de los intereses objeto de protección (intereses de 

grupo con objeto divisible) y de los hechos dañinos (por lo general 

diversos y complejos) obligan a una especial interpretación de este 

elemento de la responsabilidad, según la conocida exigencia legal 

de la existencia de unas “condiciones uniformes”. 

  

“Para la Corte, la satisfacción de las condiciones uniformes respecto 

de la relación causal entre el hecho o los hechos dañinos, no puede 

ser interpretada únicamente desde el punto de vista fáctico. Una 

valoración del fenómeno de la responsabilidad por afectación a 

intereses de grupo orientada por este criterio haría imposible la 

construcción de la relación de identidad entre los diversos hechos 

dañinos que tienen aptitud para generar un daño común al interés 

del grupo. (…) 

 

“(…) Por ello, una exigencia de uniformidad estricta desde el punto 

de vista fáctico, que confundiera la idea de causa jurídica común 

con la existencia de un solo hecho que ocasiona el perjuicio, haría 

fracasar la protección del interés de grupo por la vía del 

resarcimiento de los perjuicios individuales sufridos por sus miembros, 

pues una tal uniformidad es excepcional, desde una perspectiva 

puramente fáctica.”7 (Subraya la sala) 

 

De acuerdo con lo anterior, el H. Consejo de Estado, en Sentencia 

proferida por la Sección Tercera, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, de fecha 

16 de abril de 2007, radicación número: 25000-23-25-000-2002-00025-

 
 
7 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C- 569 de 8 de junio de 2004. M.P. Rodrigo Uprimy Yepes. Dice la Corte 

que “[e]l caso de la afectación de los derechos de los consumidores es ilustrativo: un empresario inunda el 

mercado con un producto defectuoso (principal hecho dañino) que solamente causará daño cuando dicho 

producto sea efectivamente adquirido por los consumidores (hecho dañino secundario: múltiples 

compraventas diferidas en el tiempo) y que tendrá la capacidad para generar diversos daños en situaciones 

diferentes (consecuencias del uso particular del producto defectuoso). Entre los diversos daños que se pueden 

causar con el hecho dañino de la fabricación defectuosa (sumado al de la adquisición y uso posterior), 

pueden existir diversos nexos de causalidad, que, a pesar de que comparten un elemento común, podrían ser 

considerados como hechos distintos, y algunos podrían concluir que las condiciones no son uniformes frente a 

la causa que originó el daño.” 
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02(AG) indicó: 

 

“(…) en el análisis de las condiciones uniformes respecto de una 

misma causa que generó perjuicios, como requisito de 

procedibilidad de la acción, debe realizarse así: i) en primer término 

identificar el hecho o hechos generadores alegados en la 

demanda y determinar si éstos son uniformes para todo el grupo; ii) 

en segundo término, mediante el análisis de la teoría de la 

causalidad adecuada, determinar si éstos hechos generadores 

tienen un mismo nexo de causalidad con los daños sufridos por los 

miembros del grupo; y iii) finalmente,“…el resultado de este análisis 

debe ser la identidad del grupo, como pluralidad de personas que 

sufren unos daños originados en uno o varios hechos generadores 

comunes a todos; si se descubre lo contrario, en cualquiera de los 

dos pasos, debe concluirse la inexistencia del grupo y por 

consiguiente la improcedencia de la acción…” 

 

Como puede apreciarse, para que sea procedente una acción de 

grupo es necesario que la misma permita la decisión unitaria de la 

controversia y para ello se requiere la existencia de aspectos de 

hecho o de derecho comunes (condiciones uniformes) entre los 

miembros del grupo. No se trata de que las situaciones particulares 

de todos los miembros del grupo sean idénticas o iguales, pues es 

claro que pueden resultar diferencias o perjuicios o daños disímiles 

en cuanto a su modalidad e intensidad (tanto el quantum como la 

modalidad: patrimoniales, morales, etc.), sino que es menester que 

entre las mismas exista un común denominador o núcleo que 

pertenece o se extiende a todos ellos, derivado de la conducta 

dañina del demandado.  

 

Por consiguiente, no obstante la naturaleza divisible de los daños 

subjetivos irrogados a un grupo por una misma acción u omisión o 

varias vulnerantes de derechos o intereses subjetivos, los cuales, en 

principio, podrían ser reclamados de manera individual o 

litisconsorcial a través de otras acciones (de nulidad y 

restablecimiento del derecho o de reparación directa), ese núcleo 

en el cual convergen todos los miembros de ese conglomerado, 

aunado a la conveniencia y trascendencia social de la situación en 

que se encuentran, imponen que deba darse una solución a través 

de un único proceso tendiente a repararlos, juicio concentrado 

que, en caso de prosperar, culminará con la orden de pago de una 

indemnización colectiva, resultado de la suma ponderada de las 

indemnizaciones individuales.  

 

El grupo y lo colectivo del objeto de la acción dependen, en 

verdad, de la comunidad en la causa o de la cuestión común, 

porque si cada miembro del grupo tuviera un derecho o interés 

http://www.ramajudicial.gov.co/


Acción de Grupo 
Sentencia Primera Instancia – 
Radicación.: 76001-23-33-007-2016-00397-00 

 
 

Palacio Nacional – Piso Segundo – Oficina 215 

www.ramajudicial.gov.co 

Página 22 de 39 

22 

disímil, con fundamento en hechos y pruebas diferentes, así como 

pretensiones distintas, se tornaría imposible la acción de grupo y la 

uniformidad de la decisión judicial. 8 Y, como consecuencia de que 

los derechos subjetivos tienen una causa u origen común se reputan 

ellos como homogéneos, esto es, derechos individuales que surgen 

a propósito de los daños derivados por unos mismos hechos y, por 

ende, presentando aspectos fácticos y jurídicos similares.  

 

En este orden de ideas, se puede colegir que el requisito de 

procedibilidad de la acción de grupo que versa sobre las 

“…condiciones uniformes respecto de una misma causa que 

originó perjuicios individuales para dichas personas…”, se refiere a 

la existencia de aspectos de hecho o de derecho comunes entre 

los miembros del grupo, vistos o ubicados en una condición o 

estado semejante o uniforme, por la concurrencia de tres 

elementos, a saber: i) un mismo hecho o hechos dañinos, esto es, 

identidad de la acción u omisión o de la conducta dañina; ii) 

imputable a un mismo autor (o autores) que será la parte 

demandada; y iii) una relación de causalidad adecuada (natural o 

jurídica) entre el hecho o hechos atribuibles al demandado y la 

lesión o daño antijurídico sufridos por los miembros del grupo. 

 

En síntesis, causa común en las acciones de grupo equivale a que 

el hecho dañoso o los hechos dañosos, concomitantes o sucesivos 

en el tiempo y en el espacio9, constituyan el origen de los perjuicios 

que se demandan, lo que permite que una o varias personas que 

han sufrido un daño individual puedan interponer una acción que 

beneficie al grupo, en lugar de presentar numerosas y múltiples 

acciones en interés particular, en el entendido de que las 

controversias son muy parecidas y la solución o decisión en 

derecho podrá ser la misma y con efectos respecto de todos ellos 

(cosa juzgada ultra partes).” (Negrilla de la Sala). 

 

Ahora bien, en cuanto se refiere al ejercicio de esa legitimación por activa 

del grupo afectado, quien instaura la acción de clase o grupo lo hace 

 
8 GIDI, Antonio, Procesos Colectivos, la Tutela de los Derechos Difusos, Colectivos e Individuales en una 

Perspectiva Comparada, Editorial Porrúa, segunda edición, 2004 pág. 4 y 5. Como dice este autor “…la 

individualidad de cada miembro se pierde en el anonimato del grupo y se cubre con el manto de la cuestión 

común.”  
9 GIDI, Antonio, en “Las acciones colectivas y la tutela de los derechos difusos, colectivos e individuales en 

Brasil. Un modelo para países de derecho civil”, Universidad Nacional Autónoma de México, 2004,  Pág. 62, se 

refiere a esa exigencia así: “Origen común’ no significa que el origen de la pretensión sea necesariamente un 

solo acontecimiento ocurrido en un tiempo determinado, teniendo como resultado lesiones comunes, como 

sería el caso de una explosión, un accidente de aviación o la destrucción de un edificio. El acontecimiento 

que es el ‘origen común’ de los derechos individuales homogéneos de hecho puede estar disperso en el 

tiempo y espacio, en tanto que los hechos estén relacionados tan estrechamente, que puedan llegar a ser 

considerados legalmente uno mismo. En el caso de la contaminación de una bahía, el daño puede haber sido 

causado durante años de interminables desperdicios nocivos que se esparcían, y no por un acto aislado. En el 

caso de un anuncio publicitario engañoso, no importa si algunos individuos fueron engañados durante una 

transmisión y otros por otra o en una ciudad diferente, siempre y cuando exista suficiente vínculo entre los 

anuncios”. 

 

http://www.ramajudicial.gov.co/


Acción de Grupo 
Sentencia Primera Instancia – 
Radicación.: 76001-23-33-007-2016-00397-00 

 
 

Palacio Nacional – Piso Segundo – Oficina 215 

www.ramajudicial.gov.co 

Página 23 de 39 

23 

para reclamar el resarcimiento de perjuicios para la totalidad de sus 

miembros o integrantes10. La demanda en ejercicio de la acción de grupo 

puede ser interpuesta por una sola persona, de conformidad con lo 

establecido en los artículos 3, 46, 48-parágrafo y 52-4 de la Ley 472 de 

1998, con la condición de que actúe a través de abogado –inciso primero 

art. 48 ibídem- y en nombre de un grupo del que se afirma la calidad de 

afectado, integrado, como se dijo, por un número no inferior a 20 

personas, a las cuales debe identificar en la demanda o suministrar en la 

misma los datos para su identificación, como requisito de 

procedibilidad.11  

 

Es decir, no es necesario que todas las personas que integran el grupo 

demandante concurran al momento de presentación de la demanda, ni 

que quienes presentan la demanda sean por lo menos 20 demandantes, 

toda vez que “en la acción de grupo el actor o quien actúe como 

demandante, representa a las demás personas que hayan sido 

afectadas individualmente por los hechos vulnerantes, sin necesidad de 

que cada uno de los interesados ejerza por separado su propia acción, ni 

haya otorgado poder” (artículo 48 de la Ley 472 de 1998); sin embargo, 

para dar satisfacción al requisito de titularidad de la acción, quien actúa 

como demandante debe hacerlo en nombre de un grupo no inferior a 20 

personas al cual pertenece, demostrar su existencia con la presentación 

de la demandada y señalar los criterios que permitan la identificación de 

sus integrantes.  

 

En cuanto al ejercicio oportuno de la acción de grupo, el artículo 47 

ejusdem establece que la misma deberá promoverse dentro de los dos 

(2) años siguientes a la fecha en que se causó el daño o cesó la acción 

vulnerante causante del mismo. 

 

En este orden de ideas, en el subjudice observa la Sala que se dio 

cumplimiento a los requisitos de procedibilidad de la acción enunciados, 

porque: 

 

1. La demanda fue interpuesta oportunamente, pues fue presentada el 1 

de abril de 2016, esto es, dentro de los dos años siguientes al acaecimiento 

del hecho que se atribuye como supuesto causante de los daños cuya 

 
10 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C 1062 de 2000, M.P. Álvaro Tafur Galvis. 
11 En auto de 1 de junio de 2000, exp: AG-001, se afirmó: “De conformidad con lo establecido en los artículos 3 

y 46 de la ley 472 de 1998, la acción de grupo deberá ser interpuesta por un número plural o un conjunto de 

personas que reúnan condiciones uniformes respecto de una misma causa que les originó un perjuicio. Este 

grupo de personas no podrá ser inferior a 20, según la última disposición. Ahora bien, el parágrafo del artículo 

48 ibídem establece que el actor o quien actúe como demandante “representa a las demás personas que 

hayan sido afectadas individualmente por los hechos vulnerantes, sin necesidad de que cada uno de los 

interesados ejerza por separado su propia acción, ni haya otorgado poder”. “Por su parte, el numeral 4 del 

artículo 52 de la misma ley establece como requisito de la demanda, que el actor proporcione los nombres de 

quienes integran el grupo, o al menos suministre los criterios para identificarlos. Al armonizar estas disposiciones, 

concluye la Sala que si bien la acción puede ser interpuesta por una sola persona, ésta no puede actuar en 

nombre de un grupo inferior a 20 personas, las cuales deberán individualizarse en la misma demanda, o 

identificarse con antelación a su admisión, a partir de los criterios que señale el actor”. 
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reparación se reclama, es decir, el desalojo y reubicación de los 

comerciantes del parque Néstor Urbano Tenorio, en razón del cierre total 

del lugar por el inició de las labores de construcción del proyecto de 

infraestructura “malecón”, en el mes de marzo de 2016 (fl. 9). 

 

2. Además, en principio se cumplieron las exigencias formales para la 

procedencia de la acción, relacionadas con el número mínimo de 

integrantes del grupo afectado, en tanto la demanda fue interpuesta a 

través de apoderado judicial por 52 personas, 31 en nombre propio y 21 

a través de representante, por tratarse de los hijos menores de los 

comerciantes, con el fin de “…obtener el pago de los perjuicios 

patrimoniales y extra patrimoniales ocasionados a los comerciantes y 

trabajadores del parque turístico Néstor Urbano Tenorio de la ciudad de 

Buenaventura…” (fls. 1 a 168 C.1), los cuales se relacionan a continuación: 

 
Grupos No. Afectados Se confirió poder en 

nombre propio o con 

representación por ser hijo 

menor de edad 

 

Pode

r folio 

Grupo A: Restaurante/ 

venta de helados 

1 Arnulfo Agustín Rizo Peña En nombre propio 61 

2 Ana Sofía Rizo Castro Con representación por 

ser hijo menor de edad 

61  

3 Víctor Arnulfo Rizo Rodas Con representación por 

ser hijo menor de edad 

61  

Grupo B: Cevichería/ 

comida exquisita de 

mar 

4 Mayra Ivonnee Torres Muñoz En nombre propio 70 

5 Dora Dalys Muñoz Campaz En nombre propio 71 

6 Freimar Andrés Mosquera 

Torres. 

Con representación por 

ser hijo menor de edad 

70 

Grupo C: Restaurante/ 

venta de comida 

variada 

7 Carol Michelle Rizo Moreno En nombre propio 78 

8 Nohely Castro García En nombre propio 79 

Grupo D kísco Bar/ 

venta de bebidas y 

jugos 

9 Nancy Del Carmen Mosquera En nombre propio 89 

10 Dorila Angulo Ibarguen En nombre propio 90 

Grupo E Restaurante/ 

Venta de comida 

rápida 

11 Roosevelt Valencia Mosquera En nombre propio 93 

12 Jessica Alexandra Valencia 

Mosquera 

En nombre propio 92 

Grupo F Venta de 

Calzado y vestimenta 

de mar 

13 Alexander Giraldo Guerrero En nombre propio 95 

14 Deissy Yanneth Tacuma Vélez En nombre propio 96 

15 Yeico Alexander Osorio 

Tacuma 

Con representación por 

ser hijo menor de edad 

9512 

16 Ronal Estiwer Osorio Tacuma Con representación por 

ser hijo menor de edad 

9513 

17 Kelly Dayana Osorio Tacuma Con representación por 

ser hijo menor de edad 

9514 

18 Karol Juliana Osorio Tacuma Con representación por 

ser hijo menor de edad 

9515 

Grupo G Ventas de 

artesanías y decoración 

típicas 

19 José Gilberto Varón En nombre propio 103 

Grupo H Ventas de 

artesanías / Joyas 

artesanales 

20 José Indulfo Naranjo García En nombre propio 107 

21 Claudia Fernanda Naranjo 

López 

Con representación por 

ser hijo menor de edad 

107 

22 Ana Cristina Naranjo López Con representación por 

ser hijo menor de edad 

107 

 
12 El poder fue otorgado por el señor Alexander Giraldo Guerrero en representación del menor, sin embargo, 

según los documentos obrantes a folios 97-101, él no ostenta la calidad de padre, ni acreditó de otra forma su 

representación. 
13 ib. 
14 ib. 
15 ib. 
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23 Alejandra Naranjo López Con representación por 

ser hijo menor de edad 

107 

Grupo I Venta de 

artesanías y decoración 

típicas 

24 Marta Julieta Varón 

Velásquez 

En nombre propio 112 

Grupo J Ventas de 

artesanías y decoración 

típicas 

25 Lucia Margarita Otalvaro En nombre propio 114 

Grupo K Ventas de 

artesanías / Joyas 

artesanales 

26 Jacob Castrillón Molina En nombre propio 116 

Grupo L Ventas de 

artesanías / Joyas 

artesanales 

27 Maria Idalba Ramírez Obando En nombre propio 118 

28 Richar Andrés Cajamarca 

Ramírez 

Con representación por 

ser hijo menor de edad 

118 

29 Erika del Carmen Ramírez 

Obando 

Con representación por 

ser hijo menor de edad 

118 

Grupo M Ventas de 

artesanías y decoración 

típicas 

30 Luz Nery Vásquez En nombre propio 123 

31 Luz Karen Quinceno Vásquez Con representación por 

ser hijo menor de edad 

123 

Grupo N Restaurante 

pizzería/ comidas 

rápidas 

32 Julio Cesar Monsalve Morales En nombre propio 128 

Grupo Ñ Venta de 

Joyas artesanales 

33 Jesús Abelardo González 

Baena 

En nombre propio 131 

34 Diana Jimena Angulo Riascos En nombre propio 132 

35 Geraldine Jimena González 

Angulo 

Con representación por 

ser hijo menor de edad 

131 

Grupo O Microempresa 

de correas 

36 Juvenal Moreno Barrera En nombre propio 137 

37 Karen Lizeth Moreno Londoño Con representación por 

ser hijo menor de edad 

137 

Grupo P Venta de 

sandalias y vestimenta 

típica 

38 Gloria Nelsy Ramírez Obando En nombre propio 141 

39 Laura Inés Rivera Ramírez Con representación por 

ser hijo menor de edad 

141 

40 Mateo Rivera Ramírez Con representación por 

ser hijo menor de edad 

141 

Grupo Q Ventas de 

artesanías / Joyas 

artesanales 

41 Sorany Osorio Moreno En nombre propio 146 

42 Daniela Ramírez Osorio Con representación por 

ser hijo menor de edad 

146
16 

43 Karen Sofía Cardona Osorio Con representación por 

ser hijo menor de edad 

 

Grupo R Ventas de 

artesanías y decoración 

para el hogar 

44 Claribell Vera Penagos En nombre propio 151 

45 John Alexander Vera 

Villalobos 

En nombre propio 152 

46 Jean Cario Vera Vera En nombre propio 153 

47 Juan Diego Vera Vera En nombre propio 154 

48 Carol Michell Vera Vera Con representación por 

ser hijo menor de edad 

151 

Grupo S ventas de 

artesanías / Joyas 

artesanales 

49 Oscar Varón Velásquez En nombre propio  161 

Grupo T Tatuajes y arte 

sobre la piel 

50 Jader Andrés Rojas En nombre propio 165 

Grupo U Ventas de 

artesanías y decoración 

típicas 

51 Albeiro Rodríguez Velásquez En nombre propio 167 

52 Yajaira Rodríguez Restrepo Con representación por 

ser hijo menor de edad 

167 

 

Igualmente se indicó en la demanda que se actuaba en representación 

de otros 178 comerciantes más del parque, los cuales, aunque no se 

individualizaron, considera la Sala pueden identificarse a partir de los 

criterios establecidos en la demanda – Art. 52, num. 4º ley 472, además 

 
16 Confirió poder la señora Sorany Osorio Moreno, en representación de su hija Daniela Ramírez Osorio, de quien 

se indicó era mayor de edad, sin embargo, revisado el Registro Civil de Nacimiento, se encuentra que nació 

el 11 de oct 1997 y la demanda se presentó el 1 abril de 2016, es decir, cuando ya había cumplido la mayoría 

de edad. (fl. 147) 
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que en el libelo se solicitó como prueba requerir al Distrito de 

Buenaventura para que allegara el censo oficial de los comerciantes que 

hacían presencia en el Parque Néstor Urbano Tenorio, documentos que 

habían sido aportados a folios 290-393 del cuaderno 1, en los cuales se 

enlistan las siguientes personas: 

 

1 

Raimundo Riascos 

Riascos 42 

Antonio Javier 

Candelo Bedoya 83 Ruby Solis Rosas 124 

Romelia Rentería 

Garcés 

2 Alberto Rebelo 43 

Bitelia Orobio 

Rentería 84 Teresa Escobar  125 Everly Chica Mejía 

3 Julio Soliman 44 

Luis Rodríguez 

Granados 85 

Tulia Valencia 

Portocarrero 126 

Erika Maria Rivera 

Nieto 

4 

Maria Lorena 

Angulo Estupiñan 45 

Ana Rita Peña 

Castrillón 86 

Yesid Farrufia 

Vallecilla 127 

Hidebrando Silva 

Vega 

5 

Maria Alexandra 

Saavedra 46 Celinda Sánchez 87 

Ciceron Arboleda 

Murillo 128 

Ana Cristina Mejía y 

Diana Rentería 

6 

Juvenal Moreno 

Barrera 47 

Cenides Rosendo 

Garcia 88 Jazmin Valverde 129 

José Norberto 

Obando Vargas 

7 

Yison Uver Angulo 

Rivas 48 

Anibal Ocoró 

Hurtado 89 

Jose Hermogenes 

Medina Muñoz 130 

Maria Fernanda 

Rentería 

8 Luz Mery Vásquez 49 

Deyna Maria 

Arboleda 90 Edith Y Garcia  131 Jhon Sánchez 

9 

Mary Luz Rodríguez 

Valencia 50 

Dona Dora Riascos 

Riascos 91 

Marisol Hurtado 

Pinillo 132 

Arnulfo Agustin Riso 

Peña 

10 

Sandra Cuero 

Belalcazar 51 Elsa Isamare Bipuro 92 Dolis Pinillo Bonilla 133 Genis Stella Parra 

11 

Rosana Valencia 

González 52 

Elsy Gamboa 

Arboleda 93 

Yulieth Ivone Valois 

Rosero  134 

Miryam Patricia 

Loevel Bedoya 

12 

Maria Melania 

Mina Mosquera 53 

Elvis Benito Mina 

Arroyo 94 Yuliana Gamboa 135 

Mónica Leonor 

Mosquera Garce 

13 Blanca Bedoya  54 

Genaro Hurtado 

Banguera  95 

Aida Quiñonez 

Riascos 126 

Rafael Arango 

Gonzales 

14 

Nuvia Gamboa 

Arboleda 55 Hilda Mesa Quiro 96 

Alonso Riascos 

Riascos 137 

Nancy Mosquera 

Cabezas 

15 

Rosa Elena 

Valencia  56 

Jackeline Rentería 

Mosquera 97 Jeison González 138 

Roberto Antonio 

Cifuentes Sand 

16 

Maria Besaida 

Flores Alegría 57 

Joaquín Rodríguez 

Cadena 98 

José Ancizar Clavijo 

López 139 

Juan Antonio 

Sánchez Carvajal  

17 

Maria Ivonnee 

Torres Muñoz 58 

Johana Rentería 

Mosquera 99 

Sandra Milena 

Valdés 140 

Ángel Norbey 

Arboleda Mejia  

18 

Maria Josefa 

Hinojosa Ibarguen  59 

José Martin 

Rodríguez 100 

Leoncio González 

Agualimpia  141 

Rubén Darío 

Jiménez Torres 

19 

Aida Elisa 

Gonzales-Lubis de 

Riascos 60 

Josefina Montaño 

Mina 101 

Abrahan Elias 

Vinasco Castro 142 

Robinson Sinisterra 

Estrada 

20 

Sixta Tulia Castro 

Paz 61 Juan Carlos Mina 102 Amador Gamboa  143 

Jorge Andrés 

Mosquera Guerrero 

21 

Julio Cesar 

Monsalve 62 

Juan de Dios 

Viveros Micolta  103 

Silvia Patricia 

Montaño 144 

Albeiro Rodríguez 

Velásquez 

22 

Hernán Arroyo 

Valencia 63 

Manuel Dolores 

Sinisterra 104 

Javier Granja 

Riascos 145 

Jakeline Burbano 

Peláez 

23 

Sayda Marina 

Córdoba Perea 64 

Maria Ceneida 

Rodas Garcia 105 

Maria Dominga 

González Hurtado 146 

Aicardo Giraldo 

Rivera 

24 

Sandra Milena 

Garcés Sinisterra 65 

Marisol Cándelo 

Bedoya 106 Gustavo Martínez  147 

Lucia Otalvaro 

Corrales 

25 

Rosalba Viveros 

González 66 

Maritza Rentería 

Vallecilla 107 

Karol Dayana 

Gamboa 148 José Gilberto Varón  

26 Viviana Riascos 67 

Mary Rentería 

Gamboa  108 

Alberto Sinisterra 

Obando 149 

Oscar Varón 

Velásquez 

27 

Isabel Hidalgo 

Hidalgo 68 

Otilio Farrufia 

Canga 109 

Marleny Rivas 

Hurtado 150 Jader Andrés Rojas 

28 

Eider Micolta 

Gómez 69 

Polonia Cuero 

Rentería 110 

Eduardo de Jesús 

Quintero  151 

Guillermina 

Montaño Torres 
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29 

Teodolina Solis de 

Araujo 70 

Robinson Garcia 

Segura 111 

Katherine Ibarguen 

Murillo 152 

Maria Manecita 

Salazar 

30 

Melquisedeth Ríos 

Roa 71 

Sandra Solis 

Rentería  112 

Aura Alicia Riascos 

Alomía 153 

Anay Salazar 

Rodríguez 

31 Sugey Camacho 72 

Sigifredo Candelo 

Bedoya 113 

Maribel Riascos 

Alegría 154 Soley Castro 

32 

Ernesto Torres 

Angulo 73 

Sixta Tulia Rentería 

Cuero 114 

Viki Mirley 

Montenegro 

García 155 

Jesús Rafael 

Bermúdez Murillo 

33 Lucia Solis 74 

Tarcila Riascos 

Riascos 115 

Norman Sinisterra 

Bonilla 156 

Yuly Vanessa 

Valencia Vallecilla 

34 

Jairo Enrique 

Bonilla 75 

Vitalia Rodriguez 

Grueso 116 

Carlos Andrés 

Montenegro Balle 157 Teresa Mosquera 

35 

Isaura Pertiaga 

Chirimía 76 

Vladimir Arboleda 

Bermúdez 117 

Billely Panameño 

Zamora 158 

Luz Edilma Mancilla 

Mosquera 

36 Gloria Bravo Ruiz 77 

Yonny Gamboa 

Díaz 118 

Amanda Osorio de 

Rodríguez  159 

Irma Liliana Ramos 

Franco 

37 

Virgilio Perea 

Mosquera 78 

Yosimar Montaño 

Valencia 119 

Aurelia Hurtado 

Pinilla  160 

Crispulo Teodulo 

Garcia Pinillo 

38 

Marianela Chirimía 

Mejia 79 Ayda Quiñonez 120 Cindy Johana C 161 Jaime Madrid 

39 

Maribel Rodríguez 

Paz 80 

Ramona Murillo 

Granados 121 

Nhora Lucia Toro 

Bedoya 162 

Alexander Giraldo 

Guerrero 

40 

Ana Ninfa 

Colorado 81 José Castro Palma 122 

Wagner Julio 

Riascos Riascos     

41 

Antonio Gil 

Carabalí 82 

Maria E Riascos 

Riascos  123 

Ives Efrén Ocampo 

Castro     

 

3. No obstante lo anterior, respecto a la titularidad de la acción, en este 

estado del proceso se tiene que quienes la ejercieron, en su mayoría, no 

lograron demostrar la misma, como quiera que no se encontraban 

relacionados en el censo oficial de los comerciantes que hacían 

presencia para esa fecha en el Parque Néstor Urbano Tenorio, 

documento que se itera, fue aportado por el Distrito de Buenaventura 

visible a folios 290-393, del cual no hicieron oposición alguna los 

demandantes, debiéndose entonces excluir del grupo a aquellos que no 

demostraron su legitimación en la causa por activa, quedando 

conformada la parte actora de la siguiente manera: 

 
Grupos No. Afectados Se confirió poder en 

nombre propio o con 

representación por ser hijo 

menor de edad 

Censo 

o 

calida

d folio 

Grupo B: Cevichería/ 

comida exquisita de 

mar 

1 Mayra Ivonnee Torres Muñoz En nombre propio 291-

299 

2 Freimar Andrés Mosquera 

Torres. 

Con representación por 

ser hijo menor de edad 

75 

Grupo F Venta de 

Calzado y vestimenta 

de mar 

3 Alexander Giraldo Guerrero En nombre propio 299 

4 Deissy Yanneth Tacuma Vélez En nombre propio 

(compañera 

permanente) 

97 

Grupo G Ventas de 

artesanías y decoración 

típicas 

5 José Gilberto Varón En nombre propio 318 

Grupo J Ventas de 

artesanías y decoración 

típicas 

6 Lucia Margarita Otalvaro En nombre propio 298 

Grupo N Restaurante 

pizzería/ comidas 

rápidas 

7 Julio Cesar Monsalve Morales En nombre propio 291 
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Grupo O Microempresa 

de correas 

8 Juvenal Moreno Barrera En nombre propio 291-

298-

320 

9 Karen Lizeth Moreno Londoño Con representación por 

ser hijo menor de edad 

320 

Grupo T Tatuajes y arte 

sobre la piel 

10 Jader Andrés Rojas En nombre propio 298 

Grupo U Ventas de 

artesanías y decoración 

típicas 

11 Albeiro Rodríguez Velásquez En nombre propio 314 

12 Yajaira Rodríguez Restrepo Con representación por 

ser hijo menor de edad 

314 

 

Lo anterior, por cuanto, a juicio de la Sala, dicho censo resulta ser para 

este caso el documento oficial idóneo en el que consta la cantidad de 

personas que conformaban ese grupo para el momento de los hechos, 

los cuales además hicieron parte del programa de recuperación y 

modernización del lugar, en el que se pretendía implementar las políticas 

formuladas con base en un censo real de cada uno de los afectados, de 

tal manera que al retirarlos del sitio donde ejercían sus labores, pudiera 

procurarse los recursos económicos para garantizar su ingreso en 

condiciones mínimas de dignidad, estableciendo para cada uno de ellos 

un lugar para su reubicación.      

 

No desconoce la Sala que con la demanda, algunos integrantes de la 

parte actora allegaron también documentos de impuestos y 

declaraciones presentados a la DIAN y certificados de Cámara y 

Comercio de sus establecimientos, sin embargo, con ellos solo se logra  

acreditar su calidad de comerciantes en los años allí consignados, más 

no la titularidad de la acción, en razón a la calidad del grupo que se 

aduce, al tratarse específicamente de comerciantes que ejercían sus 

labores en el Parque Néstor Urbano Tenorio de Buenaventura, y que para 

el mes de marzo de 2016 fueron desalojados y reubicados de sus 

establecimientos de comercio en razón del inició de las labores de 

construcción del proyecto de infraestructura “malecón”. 

 

La misma conclusión arroja la valoración probatoria de los recibos por 

aporte de mantenimiento a Recrear Buenaventura, las declaraciones 

rendidas por terceros y por las partes, y la copia de carnet de vendedor 

autorizado del parque presentado por la señora Luz Nery Vásquez, con 

fecha de vencimiento diciembre 31 de 2014, al resulta insuficientes para 

acreditar los supuestos de hecho aducidos referentes a su calidad. 

 

Por otra parte, en este punto se hace necesario precisar también respecto 

de los demandantes: Yeico Alexander Osorio Tacuma, Ronal Estiwer 

Osorio Tacuma, Kelly Dayana Osorio Tacuma y Karol Juliana Osorio 

Tacuma, que los mismos deberán ser excluidos del grupo, por encontrarse 

de oficio configurada la excepción previa contenida en el numeral 4º del 

artículo 100 del C.G.P. “INCAPACIDAD O INDEBIDA REPRESENTACIÓN DEL 

DEMANDANTE O DEL DEMANDADO.”, en tanto, el poder otorgado al 

apoderado de los demandantes, menores de edad, fue conferido por el 

señor Alexander Giraldo Guerrero en su representación, aduciendo ser el 
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padre, sin embargo, según los registros civiles de nacimiento de los 

menores, documentos obrantes a folios 97-101, él no ostenta dicha 

calidad, ni se acreditó de otra forma su representación. 

 

De la misma manera se procederá con Daniela Ramírez Osorio, teniendo 

en cuenta que la señora Sorany Osorio Moreno, madre de la referida, no 

acreditó su calidad de comerciante del parque, y además, porque 

confirió poder en su nombre, aduciendo ser menor de edad, sin tener en 

cuenta que al momento de radicación de la demanda -1 de abril de 

2016, la demandante ya había cumplido la mayoría de edad, pues nació 

el 11 de octubre de 1997, según consta en el Registro Civil de Nacimiento 

visible a folio 147. 

 

Finalmente se indica sobre la solicitud de inclusión al grupo de 

comerciantes, a los señores JAIME DE JESUS MADRID ALVAREZ, MIRYAN 

PATRICIA LOEVEL BEDOYA, JOSE FERNANDO GONZALEZ ORDOÑEZ, 

RUBIELA ACOSTA, FAUSTINA MANCILLA MANCILLA, ELISA PAZ CARABALI, 

MARY LUZ RODRIGUEZ VALENCIA y BLANCA EDILSA BEDOYA VILLEGAS (fls. 

425-484 C1A), que la misma no resulta procedente en esta etapa del 

proceso, teniendo en cuenta que la petición se radicó una vez corrido 

traslado a las partes para alegar de conclusión, y de acuerdo al 

contenido del artículo 55 de la Ley 472 de 199817 quienes hubieren sufrido 

un perjuicio podrán hacerse parte dentro del proceso, antes de la 

apertura a pruebas o dentro de los veinte (20) días siguientes a la 

publicación de la sentencia.  

 

Siendo así, se repite, el grupo de los demandantes hasta ahora 

individualizados quedará conformado por los señores Mayra Ivonnee 

Torres Muñoz, Freimar Andrés Mosquera Torres, Alexander Giraldo 

Guerrero, Deissy Yanneth Tacuma Vélez, José Gilberto Varón, Lucia 

Margarita Otalvaro, Julio Cesar Monsalve Morales,  Juvenal Moreno 

Barrera, Karen Lizeth Moreno Londoño, Jader Andrés Rojas, Albeiro 
 

17 “Artículo 55º.- Integración al Grupo. Cuando la demanda se haya originado en daños ocasionados a un 

número plural de personas por una misma acción u omisión, o por varias acciones u omisiones, derivadas de 

la vulneración de derechos o intereses colectivos, quienes hubieren sufrido un perjuicio podrán hacerse parte 

dentro del proceso, antes de la apertura a pruebas, mediante la presentación de un escrito en el cual se 

indique su nombre, el daño sufrido, el origen del mismo y el deseo de acogerse al fallo y de pertenecer al 

conjunto de individuos que interpuso la demanda como un mismo grupo. Quien no concurra al proceso, y 

siempre y cuando su acción no haya prescrito y/o caducado de conformidad con las disposiciones vigentes, 

podrá acogerse posteriormente, dentro de los veinte (20) días siguientes a la publicación de la sentencia, 

suministrando la información anterior, pero no podrá invocar daños extraordinarios o excepcionales para 

obtener una indemnización mayor y tampoco se beneficiará de la condena en costas.  

NOTA: El texto subrayado fue declarado Exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia 1062 de 

2000; el texto en negrilla fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-241 de 

2009. 

NOTA: El texto subrayado fue declarado Exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-242 de 

2012. 

La integración de nuevos miembros al grupo, con posterioridad a la sentencia, no incrementará el monto de 

la indemnización contenida en ella. 

Las acciones individuales relativas a los mismos hechos podrán acumularse a la acción de grupo, a solicitud 

del interesado. En este evento, el interesado ingresará al grupo, terminará la tramitación de la acción individual 

y se acogerá a los resultados de la acción de grupo. 

Declarado Exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-215 de 1999” 
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Rodríguez Velásquez y Yajaira Rodríguez Restrepo, más el resto de los 

comerciantes relacionados en el censo oficial realizado por el Distrito de 

Buenaventura, que hacían presencia para esa fecha en el Parque Néstor 

Urbano Tenorio, referido ya en líneas anteriores, por encontrarse probada 

de oficio la excepción de falta de legitimación en la causa por activa 

respecto de los demás demandantes.  

 

4. Los demandantes actúan a través de abogado, dando así 

cumplimiento a lo establecido en el primer inciso del artículo 48 de la Ley 

472 de 1998. 

 

5. Como puede advertirse, la vulneración de los derechos individuales o 

subjetivos homogéneos se hace derivar por el grupo demandante de una 

causa común que se imputa a los demandados, DISTRITO DE 

BUENAVENTURA y a la NACIÓN- DEPARTAMENTO NACIONAL DE 

PLANEACIÓN-DNP, esto es: las presuntas actuaciones por parte de estas 

autoridades públicas (un mismo autor o autores) que adelantaron para el 

desalojo y reubicación de los  comerciantes del Parque Néstor Urbano 

Tenorio (un mismo hecho dañino), lo que ocasionó perjuicios individuales 

en su patrimonio de tipo material e inmaterial, al haberles desmejorado 

sus condiciones, así como la pérdida estratégica de la ubicación de la 

cual habían gozado durante años, el buen nombre con el cual habían 

acreditado sus establecimientos y la fuga o pérdida de clientela de la 

cual obtenían sus ingresos (una lesión con ocasión del hecho atribuible a 

los demandados).  

 

Por lo tanto, en las circunstancias expuestas, se encuentra que, contrario 

a lo plateado por las entidades demandadas, en la demanda se justifica 

la existencia de una causa común y condiciones uniformes –fácticas y 

jurídicas- respecto a un presunto hecho dañoso en los términos de los 

artículos 3 y 46 de la Ley 472 de 1998, con  independencia de que la parte 

demandante tenga o no la razón, lo cual sólo se conocerá a partir del 

análisis de fondo que se haga sobre los elementos que configuran la 

responsabilidad endilgada a las demandadas, con base en los hechos, 

las normas jurídicas aplicables y las pruebas aducidas en el proceso. 

   

6. Las pretensiones son netamente reparatorias. En efecto, están 

orientadas a obtener la indemnización de los perjuicios individuales que 

sufrieron los integrantes del grupo como consecuencia del desalojo y 

reubicación de los comerciantes del Parque Néstor Urbano Tenorio, cuya 

estimación se encuentra a folios 33-45 del cuaderno 1 del expediente. 

 

La indemnización que reclaman los demandantes se deriva de perjuicios 

de naturaleza individual y no colectiva, en relación con lo cual no existe 

ninguna objeción18. A este respecto, es claro que la reparación de 

 
18 La Corte Constitucional señaló que si bien la acción de grupo es procesalmente colectiva y se indemniza al 

individuo en tanto que es un miembro de un grupo, las reparaciones son individualizables y divisibles, por 
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perjuicios que se reclama a través de la acción de grupo puede derivarse 

de la vulneración de derechos de cualquier naturaleza y no 

necesariamente de derechos colectivos19.  

 

Para que prosperen las pretensiones indemnizatorias, deben ser 

demostrados por los demandantes los elementos que configuran la 

responsabilidad extracontractual del Estado, esto es, la acción u omisión 

generadora del daño; el daño; y el nexo causal entre éste y aquéllas; en 

relación con el daño es de anotar que si el objeto de la acción es obtener 

la indemnización de los perjuicios ocasionados al grupo, el mismo debe 

aparecer plenamente demostrado en el proceso, porque, en caso 

contrario, el sentenciador no podrá ordenar su reparación.  

 

Vale decir que, como se trata de una acción indemnizatoria, existen 

puntos de identidad entre esta acción y la de reparación directa, en 

tanto ambas se tramitan a través de procesos diseñados para que a lo 

largo de los mismos se discuta y demuestre la existencia de los elementos 

que estructuran la responsabilidad, esto es, la calidad que se predica de 

los miembros del grupo afectado y en cuya condición reclaman 

indemnización; la existencia del daño; su antijuridicidad; su proveniencia 

de una causa común y, por último, su imputabilidad al demandado, lo 

cual pasará a analizar la Sala para determinar el mérito de las 

pretensiones.  

 

CASO CONCRETO 

 

Observa la Sala del escrito de demanda, que la responsabilidad que se 

endilga a las demandadas surge del rompimiento de la igualdad ante las 

cargas públicas, al tener que soportar, por causa de la obra civil a 

ejecutar, el desalojo y reubicación de los comerciantes del parque Néstor 

Urbano Tenorio de Buenaventura, causándole un supuesto detrimento 

patrimonial a los accionantes en razón del i) desplazamiento de los 

comerciantes del parque turístico a unas condiciones inferiores a las que 

tenían; ii) la pérdida de la ubicación estratégica de la cual habían 

gozado; iii) la pérdida del buen nombre con el cual habían acreditado 

sus establecimientos; iv) la fuga de clientela de la cual obtenían sus 

 
cuanto el daño es subjetivo: “Estas acciones, tienen como propósito garantizar la reparación de los daños 

ocasionados a “un número plural de personas”. Esto significa que el propósito de esta acción “es el de obtener 

la reparación por un daño subjetivo, individualmente considerado, causado por la acción o la omisión de una 

autoridad pública o de los particulares”. Por consiguiente, la acción de grupo pretende reparar el daño 

ocasionado a unas personas que hacen parte de un grupo, en la medida en que todas esas personas fueron 

afectadas por un daño originado en circunstancias comunes, que ameritan un tratamiento procesal unitario. 

La determinación de la responsabilidad es entonces tramitada colectivamente pero las reparaciones 

concretas son en principio individualizadas, puesto que se ampara el daño subjetivo de cada miembro del 

grupo”. Sentencia de la Corte Constitucional C-569 de 2004. 
19 En la sentencia C-1062 de 2000, la Corte Constitucional declaró exequible la expresión “derivados de la 

vulneración de derechos e intereses colectivos” contenida en el artículo 55 de la Ley 472 de 1998 “en el 

entendido de que con su interpretación y aplicación no se excluyan los demás derechos subjetivos de origen 

constitucional o legal, cualquiera que sea su naturaleza, como derechos igualmente amparables por las 

acciones de clase o de grupo”. 
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ingresos; v) la pérdida de mejoras locativas, y vi) el lucro cesante y daño 

emergente, entre otros perjuicios de índole moral.  

 

Sobre el régimen de responsabilidad del Estado, es preciso recordar que 

a partir de la expedición de la Constitución de 1991 la misma se define de 

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 90, en virtud del cual éste será 

patrimonialmente responsable por los daños antijurídicos causados por la 

acción u omisión imputable a sus agentes. En efecto, dos son los 

postulados que fundamentan dicha responsabilidad: el daño antijurídico 

y la imputación del mismo a la administración, “sin que sea posible 

predicar la existencia y necesidad y/o valoración y análisis de otro tipo de 

componentes a efectos de configurar la responsabilidad”20.  

 

Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho que “la fuente de la 

responsabilidad patrimonial del Estado es un daño que debe ser 

antijurídico, no porque la conducta del autor sea contraria al derecho, 

sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el 

perjuicio, razón por la cual se reputa indemnizable21”. 

 

Sobre la noción de daño antijurídico, la Sección Tercera del Consejo de 

Estado ha definido que “consistirá siempre en la lesión patrimonial o extra-

patrimonial que la víctima no está en el deber jurídico de soportar22”, 

motivo por el cual el daño ocasionado a un bien jurídicamente tutelado 

impone el deber de indemnizar el consecuente detrimento, con el 

objetivo de garantizar el principio de igualdad ante las cargas públicas. 

 

Corolario de lo anterior, se tiene que aquel puede ser ocasionado en el 

desarrollo de actividades que pueden reportar un beneficio para la 

sociedad, pero que rompen con el principio de igualdad frente a las 

cargas públicas, por lo que configurado el daño en estas condiciones, el 

régimen de responsabilidad aplicable sería objetivo por daño especial23. 

 

Así, “para hablar del daño especial como presupuesto de responsabilidad 

de la administración este debe ser anormal, excepcional y superior al que 

normalmente deben sufrir los ciudadanos en razón de la especial 

naturaleza de los poderes y actuaciones del Estado, es decir, que solo 

unos pocos ciudadanos resultan sacrificados en su patrimonio como 

contrapartida de que la comunidad obtenga beneficios que le 

representan un mejoramiento en la calidad y prestación de los 

servicios24”, es el caso del daño producido, por ejemplo, por la 

 
20 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 30 de agosto de 

2007, rad. 15.932.  
21 Corte Constitucional, sentencia C-333 de 1996. 
22 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 13 de agosto de 

2008, rad. 17.042.  
23 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 15 de noviembre 

de 2011, rad. 21.663.  
24 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 25 de septiembre 

de 1997, rad 10.392.  
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construcción de una obra pública. Así lo ha sostenido el órgano de cierre 

de la jurisdicción al manifestar: 

  

“En ese orden de ideas, el caso que ocupa la atención de la Sala 

merece ser gobernado con fundamento en el régimen del Daño 

Especial, pues, la lesión se originó en una actividad lícita de la 

administración, esto es la construcción de una obra pública 

destinada a la comunidad […]. En efecto, el daño tuvo como 

consecuencia directa una actuación legítima de la administración 

amparada por normas superiores. Pero, a pesar de la legitimidad de 

la misma se observa que las demandantes debieron soportar una 

carga excepcional o un mayor sacrifico que rompió la igualdad 

frente a las cargas públicas. Sin duda, la lesión de los bienes 

jurídicamente tutelados es imputable a la administración, pero no 

porque la responsabilidad de la administración tenga origen en la 

ilegalidad de algún acto administrativo, o porque se trate de uno de 

los casos de responsabilidad por falta o falla del servicio, sino porque 

en casos como este de responsabilidad objetiva excluye el elemento 

subjetivo25”.  

 

La noción de ruptura en la igualdad ante las cargas públicas surge 

cuando se establece que el daño experimentado tiene connotación 

anormal y especial, es decir, que no constituye una carga que 

normalmente incumbe al administrado y que la situación especialmente 

desfavorable le haya impuesto sacrificios particulares, a más que debe 

existir un nexo causal entre el hecho que dio lugar al rompimiento de las 

cargas y el daño. 

 

En las anteriores condiciones, los actores para obtener el éxito de sus 

pretensiones deberán demostrar la existencia de los elementos 

integradores de la responsabilidad extracontractual del Estado por daño 

especial, régimen jurídico que comprende los fundamentos de hecho 

que dan lugar a la acción, la cual tiene su origen en una actuación 

administrativa regular.  

 

Hechos probados 

 

Quedó acreditado en el plenario lo siguiente: 

 

1. Que en razón del desarrollo de la obra pública denominada 

“CONSTRUCCIÓN MALECÓN BAHÍA DE LA CRUZ” a desarrollarse en el 

Parque Néstor Urbano Tenorio del Distrito de Buenaventura, fueron 

desalojados y reubicados los comerciantes del lugar de manera total, 

durante el primer trimestre del año 2016. 

  

 
25 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 10 de mayo de 

2001, rad. 12.212.  
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2. Que para llevar a cabo dicho procedimiento, desde el año 2010 se vino 

realizando por el ente territorial una serie de acercamientos y 

socializaciones con la comunidad, sobre la importancia del proyecto, con 

el fin de poder llevar a cabo el desalojo y reubicación de los comerciantes 

de la zona. 

 

3. Que como parte de las políticas de recuperación y modernización del 

parque, se llevó a cabo por parte del Distrito un censo oficial de los 

comerciantes allí situados para la época de los hechos, documentos 

visibles a folios 290-393 c1.  

 

4. Que según los dichos de las partes y el documento obrante a folios 305 

a 311, el 24 de febrero de 2016 se realizó sorteo de módulos temporales 

para la reubicación de los vendedores estacionarios que se hallaban 

instalados por autorización de la misma administración municipal en el 

parque, realizado con acompañamiento de la Personería y la 

Procuraduría Provincial. 

 

No obstante lo anterior, no encuentra la Sala acreditado los daños que se 

aducen por los demandantes, ni el nexo causal con el hecho que se 

imputa a la administración como generador del daño, en tanto del 

plenario ni siquiera se logra establecer cuál fue el lugar exacto al que 

fueron trasladados los vendedores, sus características y desventajas, pues 

solo se limitó la parte actora a manifestar que “el espacio físico en el cual 

se piensa desarrollar la reubicación de los comerciantes es deplorable”, y 

que “dicho traslado representa una pérdida de la ubicación 

estratégica…y del buen nombre con el cual habían acreditado sus 

establecimientos comerciales, además de una pérdida de la clientela…”. 

 

Si bien fueron allegados unas fotografías y videos de lugares y 

establecimientos de comercio como anexos del dictamen pericial 

aportado por los demandantes, realizado por el perito EFRAIN CONDE 

MONTOYA, con el que se pretendía estimar los perjuicios (fls. 53-59 y cd-

169), a juicio de esta Sala, este carece de mérito probatorio, ya que las 

imágenes por si solas no permiten acreditar ningún supuesto, sumado al 

hecho que el dictamen no estuvo debidamente fundamentado y sus 

conclusiones no fueron claras y firmes, según se pudo colegir del mismo 

escrito y su contradicción, además que tampoco resultó ser preciso y 

detallado, ni logró explicar las investigaciones efectuadas y los 

fundamentos técnicos de las conclusiones.  

 

Aun cuando se respeta el criterio del auxiliar de justicia, no se comparten 

sus conclusiones, por cuanto en dicho dictamen no aparece el 

fundamento de las mismas, pues el perito se limitó a emitir su concepto, 

sin explicar las razones que lo condujeron a ellas. Sus conclusiones no son 

exactas, presentan vacilaciones que impiden llegar al convencimiento 

del fallador y por lo tanto le quita eficacia probatoria al dictamen, lo que 
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se advierte claramente de la declaración contenida en medio 

magnético obrante a folio 415. 

 

Y es que no sólo con escuchar el audio se puede colegir que el informe 

del perito carece de fundamentos técnicos y contables en varios apartes, 

ya que también el escrito contentivo del dictamen carece de explicación 

o análisis concienzudo sobre los factores y variables que utilizó para 

establecer los montos estimados, pues simplemente hizo afirmaciones 

como: 

 

“Daño emergente…el perjuicio que se recibe del imprevisto cierre 

de locales comerciales (Restaurantes) y que conlleva la pérdida de 

los valores de inversión en el acondicionamiento del lugar, provisión 

de mobiliario, neveras, congeladores de cuarto frio, despidos 

masivos de operarios, desgaste de elementos de cocina y de 

conservación de alimentos, vencimiento de los mismos mientras 

dure si es el de una nueva sede y que afectaría la economía familiar 

ante una nueva inversión y acondicionamiento de otra sede, todos 

estos pormenores consecuentes con el perjuicio define un valor de 

justiprecio en la suma de 4.320´000.000, teniendo en cuenta la 

duración aproximada del proceso de 1 y 2 instancia.” 

(…) 

“Lucro cesante: …tenemos entonces que los restaurantes en 

promedio diario tienen una venta de 900.000 y los artesanos de 

300.000, valores estos que resisten la forma contable y sus 

comprobaciones, además teniendo en cuenta la tardanza de un 

proceso administrativo como el presente 1 y 2 instancia, un 

promedio de 10 años, (120 meses). Con base en los anteriores 

valores JUSTIPRECIO UN TOTAL de: para cada uno de los 

restaurantes el valor de (900.000x 30días del mes)x 120 meses= 

3.240´000.000,…igualmente para cada uno de los artesanos el valor 

de (300.000x 30 días del mes) x 120 meses= 1.080´000.000)”. 

 

Igualmente, sobre las condiciones del nuevo lugar no especificó mayores 

elementos, ni presentó soporte alguno en comparación con el sitio 

anterior, haciendo solo referencia a que se trataban de cubículos de 

guadua, los cuales miden en la entrada 1.60 mt. x 2 mt. de fondo y 2 mt. 

de altura, y que “desde todo punto de vista en el solo corredor de 

restaurantes existen construcciones hasta de doble piso y de los artesanos 

stanes de profundidad hasta de diez metros, …” los cuales, a su juicio, 

resultan suficientemente probados con las fotografías. 

 

En suma, analizado el dictamen bajo la sana crítica, considera la Sala que 

no es posible tenerlo en cuenta, por encontrar sus fundamentos sin la 

firmeza, precisión y claridad que deben estar presentes en él para ilustrar 

y transmitir el conocimiento de lo dicho, de suerte que no permite 
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otorgarle mérito a esta prueba por no llegar a la convicción en relación 

con los hechos objeto de la misma. 

 

Para la Sala no cabe duda alguna respecto a que la labor del perito debe 

girar en torno a lograr que las conclusiones de su dictamen sean claras y 

firmes, para que aparezcan exactas y el fallador pueda adoptarlas, 

considerarlas, de ser el caso, no sólo convincentes sino además 

merecedoras de credibilidad, pues sólo ante su firmeza y ausencia de 

vacilaciones, el dictamen puede tener eficacia probatoria, que es su fin 

último, sin embargo, por las razones expuestas, se itera, el dictamen 

presentado no sirve como base para conclusiones definitivas respecto a 

la supuesta afectación ocasionada a los accionantes y para acceder a 

las pretensiones de la demanda.  

 

De otra parte, frente a los libros contables denominados “LIBRO FISCAL DE 

REGISTRO DE OPERACIONES DIARIAS” aportados en la exhibición de 

documentos requerida por el Distrito, y sobre los cuales se indagó a las 

partes en el interrogatorio efectuado, se tiene que estos resultan ser 

ineficaces, insuficientes e inocuos para demostrar los daños y perjuicios 

causados a los accionantes por la construcción de la obra, puesto que 

solo señalan una serie de valores correspondientes a ingresos y egresos en 

lo corrido de enero a julio de 2016, de los señores DORILA ANGULO 

IBARGUEN, ALBEIRO RODRIGUEZ VELASQUEZ, ROOSVELT VALENCIA 

MOSQUERA, ARNULFO AGUSTIN RIZO PEÑA, ALEXANDER GIRALDO 

GUERRERO, LUCIA MARGARITA OTALVARO, JOSE GILBERTO VARON, 

GLORIA NELSY RAMIREZ, CAROL MICHELLE RIZO MORENO, CLARIBELL VERA 

PENAGOS, JHON ALEXANDER VERA VILLALOBOS, JADER ANDRES ROJAS y 

OSCAR VARON VELASQUEZ, sin contar con ningún soporte contable que 

lo sustente, y por estas razones no serán tenidos en cuenta, pues fueron 

documentos privados que no dan certeza de los hechos allí señalados. 

 

Además, en las declaraciones rendidas por los terceros citados por la 

parte actora, señores Karen Liliana Ossa Orellano, Neyza Cárdenas 

Gamboa, Gloria Amparo Ballesteros Ramírez, José Jesús Pinzón Garay, 

Alida Inés Castro García, Alexander Riascos Ruiz y Hugo Esaú Sierra Duque 

(fls. 408-412, C-1A), no se hacen más que manifestaciones ambiguas, al 

referirse frente a los daños que fueron muchos los afectados, más de 200 

comerciantes, entre artesanos, comidas rápidas, pizzeros, y otros, 

indicando sólo que los comerciantes del lugar están muy afectados y 

afligidos, porque les tocaba empezar de cero y que “supuestamente 

daban un aporte de 500.000 y la reubicación en un lugar en el que no 

tiene la posibilidad de trabajar para nada,… no pasa gente, una situación 

demasiado muy precaria (sic) y fuera de eso cerraron todos los negocios”, 

y al referirse sobre la concurrencia de público y la actividad comercial del 

lugar donde les ofrecieron la reubicación a los comerciantes se dijo que 

era “pésima porque no pasa nada de gente, fuera de eso demolieron las 

calles, eso es un lugar inhabitable, no tenemos la posibilidad de vender 
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absolutamente nada ahí”, mientras que el parque era un punto muy 

turístico. 

 

Adicional a todo lo expuesto, se resalta que tampoco se tiene certeza si 

finalmente los demandantes y los demás miembros del grupo referidos en 

el censo oficial, aceptaron la reubicación y actualmente están situados 

en el lugar que les hubiese sido designado, y en relación con el daño 

moral, solo se limitaron a indicar que “…los 200 comerciantes que hacen 

presencia en el parque Néstor Urbano Tenorio de Buenaventura –Valle, 

junto con sus respectivos núcleos familiares, han experimentado la 

incertidumbre, el temor y la angustia de perder su única fuente de ingresos 

que se constituye en los locales comerciales ubicados estratégicamente 

en el parque Néstor Urbano Tenorio, toda vez que dentro de la ciudad no 

existe mejor ubicación para ejercer las actividades mercantiles las cuales 

han venido desarrollando por varias décadas; además de la frustración 

que experimentan los comerciantes por la pérdida de clientela y de 

acreditación de las cuales ya gozaban en sus respectivas ubicaciones en 

el parque turístico.” 

 

Por ende, si bien en el evento sub lite se acreditó el primer elemento de la 

responsabilidad, es decir, el hecho que se imputa a la administración 

como generador del daño -la construcción de la obra malecón en el 

Parque Néstor Urbano Tenorio, lo cierto es que no se acreditó el segundo 

de los elementos constitutivos de la responsabilidad, es decir, el daño 

mismo; pues como se pudo observar, ninguno de los accionantes 

acreditaron los perjuicios que aducen de carácter económico, en lo que 

respecta a la actividad que desarrollan, ni los morales pretendidos.  

 

Así, no obstante encontrarse establecido que la construcción de la obra 

malecón conllevó al desalojo y reubicación de los comerciantes del 

parque, tales supuestos por sí solos no tienen virtualidad para demostrar la 

presencia del daño indemnizable, establecido por los demandantes 

como i) desplazamiento de los comerciantes del parque turístico a unas 

condiciones inferiores a las que tenían; ii) la pérdida de la ubicación 

estratégica de la cual habían gozado; iii) la pérdida del buen nombre 

con el cual habían acreditado sus establecimientos; iv) la fuga de 

clientela de la cual obtenían sus ingresos; v) la pérdida de mejoras 

locativas, y vi) el lucro cesante y daño emergente, entre otros perjuicios 

de índole moral.   

 

Las partes actoras olvidaron totalmente demostrar los hechos en que se 

fundan las demandas, incumpliendo de forma evidente la carga procesal 

consagrada por el artículo 167 del Código General del Proceso, según el 

cual “incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas 

que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”, salvo el caso de 

hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas, situaciones 

estas última que no se presentan en el caso en estudio. 
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Por otro lado, habrá de disponerse, de conformidad con la Ley 472 de 

1998, numeral 5º del artículo 65, que no hay lugar a condenar en costas a 

la parte vencida, teniendo en cuenta que no se acogieron las 

pretensiones de la demanda.26 

 

En mérito de lo anterior, el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, 

 

FALLA 

 

PRIMERO: Declara probada de oficio la excepción de falta de 

legitimación en la causa por activa de los señores: 

 
Grupos Afectados 

Grupo A: Restaurante/ venta de helados Arnulfo Agustín Rizo Peña 

Ana Sofía Rizo Castro 

Víctor Arnulfo Rizo Rodas 

Grupo C: Restaurante/ venta de comida variada Carol Michelle Rizo Moreno 

Nohely Castro García 

Grupo D kísco Bar/ venta de bebidas y jugos Nancy Del Carmen Mosquera 

Dorila Angulo Ibarguen 

Grupo E Restaurante/ Venta de comida rápida Roosevelt Valencia Mosquera 

Jessica Alexandra Valencia Mosquera 

Grupo H Ventas de artesanías / Joyas artesanales José Indulfo Naranjo García 

Claudia Fernanda Naranjo López 

Ana Cristina Naranjo López 

Alejandra Naranjo López 

Grupo I Venta de artesanías y decoración típicas Marta Julieta Varón Velásquez 

Grupo K Ventas de artesanías / Joyas artesanales Jacob Castrillón Molina 

Grupo L Ventas de artesanías / Joyas artesanales Maria Idalba Ramírez Obando 

Richar Andrés Cajamarca Ramírez 

Erika del Carmen Ramírez Obando 

Grupo M Ventas de artesanías y decoración 

típicas 

Luz Nery Vásquez 

Luz Karen Quinceno Vásquez 

Grupo Ñ Venta de Joyas artesanales Jesús Abelardo González Baena 

Diana Jimena Angulo Riascos 

Geraldine Jimena González Angulo 

Grupo P Venta de sandalias y vestimenta típica Gloria Nelsy Ramírez Obando 

Laura Inés Rivera Ramírez 

Mateo Rivera Ramírez 

Grupo Q Ventas de artesanías / Joyas artesanales Sorany Osorio Moreno 

Daniela Ramírez Osorio 

Karen Sofía Cardona Osorio 

Grupo R Ventas de artesanías y decoración para 

el hogar 

Claribell Vera Penagos 

John Alexander Vera Villalobos 

Jean Cario Vera Vera 

Juan Diego Vera Vera 

Carol Michell Vera Vera 

Grupo S ventas de artesanías / Joyas artesanales Oscar Varón Velásquez 

 

 
26 “Artículo 65º.- Contenido de la Sentencia. La sentencia que ponga fin al proceso se sujetará a las 

disposiciones generales del Código de Procedimiento Civil y además, cuando acoja las pretensiones incoadas; 

dispondrá: 

(…) 

5. La liquidación de las costas a cargo de la parte vencida, teniendo en cuanta las expensas necesarias para 

la publicación del extracto de la sentencia.” 
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SEGUNDO: Declarar probada de oficio la excepción previa contenida en 

el numeral 4º del artículo 100 del C.G.P. “INCAPACIDAD O INDEBIDA 

REPRESENTACIÓN DEL DEMANDANTE O DEL DEMANDADO.”, respecto de 

los demandantes Yeico Alexander Osorio Tacuma, Ronal Estiwer Osorio 

Tacuma, Kelly Dayana Osorio Tacuma y Karol Juliana Osorio Tacuma, por 

las razones expuestas. 

 

TERCERO: Negar las pretensiones de la demanda. 

 

CUARTO: Sin lugar a condena en costas en esta instancia. 

 

QUINTO: En firme la presente decisión, ARCHIVESE el expediente, una vez 

hechas las anotaciones en el sistema.  

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

Providencia discutida y aprobada en Sala de decisión de la fecha. Acta 

No. 74. 

 

Los Magistrados,  

 
 
    

 

  

       

 

 

 

OSCAR SILVIO NARVÁEZ DAZA   
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